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Durante el año de 2005 se ha conmemorado, y por algunos celebrado con 
jolgorio propio de parque de atracciones más o menos infantil, el quinto 
centenario de la fundación de la Universidad de Sevilla. 
En el seno de esta persona ya mayor, persona no física sino jurídica y 
jurídica mejor que moral, se gestó esta Revista de su Facultad de Derecho, 
llamada Crónica Jurídica Hispalense, cuyo primer número está datado en 
2003. Su Director entonces, entonces Decano de la Facultad, Prof. Dr. Manuel 
Ramón Alarcón Caracuel, en la Presentación que obra en sus primeras páginas 
explicaba que el propósito perseguido con esta nueva publicación científica 
era el de formar, cada año, una suma integrada de informaciones que cada 
uno de los autores proporciona a los colegas de las otras áreas de conocimien-
to jurídicas. En la Presentación del segundo volumen, de 2004, el Prof. 
Alarcón recordaba la idea primigenia de proporcionar al lector una informa-
ción —sintética y crítica— de la evolución anual del Ordenamiento Jurídico 
de nuestro país. Esta idea, algo más explicitada, reaparece, también de la 
mano del Prof. Alarcón, en el pórtico del número tercero, de 2005, que ha 
visto la luz, en tierra levantina como los precedentes, hace unos días, todavía 
no llegada la primavera de 2006 ni florecido el azahar que, también en nuestra 
tierra, la suele anunciar. El volumen para el que escribo las páginas que siguen 
será, D.m., el cuarto, estará datado en 2006 en algún lugar y básicamente se 
referirá a lo acaecido en el Ordenamiento jurídico español durante el año 
natural anterior, bien entendido que en la Revista ocupan el lugar que 
merecen juristas no obligados a estar pendientes del Boletín Oficial del Estado 
ni de fuente similar. Así pues, debo hacer, al cabo de todo, una reseña; 
naturalmente, dentro de los límites marcados por el ámbito propio del Área 
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de Conocimiento Derecho Mercantil, conforme al planteamiento, antes 
expuesto, de esta aún joven publicación. 
Diríase que primero de todo debería justificar la acotación de materia que 
subyace a la selección de materiales realizada para redactar a partir de ellos 
esta crónica. Como me dirijo fundamentalmente a mis colegas de las 
restantes Áreas de Conocimiento jurídicas, no obstante lo cual espero que 
alguno de la de Derecho Mercantil no pase de largo cuando lea la Revista, 
estimo innecesario insistir en la idea de que el asunto agazapado no es sino 
el del concepto. ¿Qué concepto? Pues el concepto del Derecho mercantil, 
claro está, ¿o es que hay otro en el universo mundo? Supongo que mis colegas 
de las otras Áreas de Conocimiento jurídicas también habrán dedicado parte 
de su vida, por pequeña que haya sido esa parte, a los respectivos conceptos. 
En fin, ya se sabe de qué se trata. Iba a decir, en suma, que no me parece 
oportuno anteponer a la noticia que del pasado año daré una justificación, 
que resultaría más bien cansina por mucho que me esforzara en lo contrario, 
del porqué de prestar atención a unas disposiciones y no a otras. 
Con todo, no puedo negar que he tenido bastante suerte, teniendo en 
cuenta que el año cuya producción me corresponde glosar se enmarca en la 
Legislatura que comenzó en 2004 —sí, después de marzo de 2004—, la octava 
de este Régimen y quién sabe si la última de lo que va quedando. Podría haber 
sido peor, mucho peor; pero, en verdad, no mucho más. 
Matrimonium est viri mulierisque coniunctio... La regulación del matri-
monio —no de cualquier cosa, sino del matrimonio— ha sido tradicionalmente 
objeto del Derecho civil, porque el matrimonio es asunto que concierne a la 
persona en sí. Ahora bien, en el Derecho mercantil hay algunas normas cuya 
aplicación pende de que la persona física que tenga la condición jurídica de 
empresario esté casada. Los artículos 6 y siguientes del Código de Comercio, 
que además de la condición profesional presuponen un régimen económico 
matrimonial de comunidad sobre algunos bienes, se refieren al ejercicio del 
comercio por persona casada; pero hoy en día, merced a ese proceso de 
expansión del Derecho mercantil cuyo tratamiento antes precisamente eludí 
para no acabar inmerso en el tema del concepto, se tiende a expandir el 
ámbito de aplicación más allá de las viejas lindes de la actividad comercial. 
El caso es que la institución del matrimonio ha de ser tomada en consideración 
en la disciplina que profeso; también interesa en otras partes del Derecho 
mercantil, pero puedo circunscribir la referencia, a los efectos, a la realizada 
a los preceptos de la Parte General. Pues bien, menos mal que dichas normas, 
cuya redacción data de 1975, hablan, una y otra vez, del cónyuge y de los 
cónyuges, y no, como aún puede leerse en la Exposición de Motivos del 
Proyecto de 1882, de la mujer casada y del marido. Gracias a esto —y porque 
los preceptos mercantiles serían aplicables aun cuando el artículo 1365 del 
Código Civil no lo dijera— me veo dispensado de prestar atención a la Ley 13/ 
2005, de 1 de julio, que ha modificado — ¡y de qué manera!— el Código Civil 
en materia de derecho a contraer matrimonio. Tampoco en clase, en este año 
académico 2005/2006, he tenido necesidad, por lo dicho, de hablar de ello,  
y los alumnos, aunque esto es harina de otro costal, nada me han preguntado, 
lo que no sé muy bien si temía o aguardaba con anhelo. 
Ya que andamos en mamarrachadas —preconstitución: mamarrachada 
significa acción desconcertada y ridícula— puedo asimismo hacer constar que 
durante 2005 no se ha plasmado normativamente una suerte de admonición, 
sin embargo sí reflejada en recomendaciones oficiales y en cierta medida 
oficializadas, para que en los consejos de administración de las sociedades 
haya una determinable, si no determinada, presencia femenina. ¿Alguien 
entre ellos se ha parado a pensar que una tal exigencia normativa represen-
taría, más allá de una memez, una también evidente violación de preceptos 
constitucionales? ¿O es que se estima que la habilitación para delimitar el 
contenido del derecho a la propiedad privada por razón de su función social 
cubriría una tal imposición? ¿Y qué decir si se toma en consideración la 
libertad de empresa? Eso sí, no vale aducir que en otros ámbitos ya se ha 
consolidado esto de la paridad, o de la diversidad, o como se quiera llamar. 
Similia similibus curantur. 
il 
1. Ya no causa asombro, porque nos hemos acostumbrado a ello como antes 
se acostumbraron otros, el hecho de que cada año sea muy amplia la 
producción normativa. Estar pendiente de ella, estar al día en legislación, 
significa, cuando menos, una notable dedicación de tiempo. En esto somos 
relativamente afortunados los mercantilistas en relación con otros juristas, 
porque la Legislación mercantil, como se sabe, es materia sobre la que el 
Estado tiene competencia exclusiva. Sin embargo, el asunto no es tan simple 
como lo acabo de presentar, ya que las Comunidades Autónomas, como 
también se sabe, han asumido competencias en materias que indudablemen-
te, conforme al estado de nuestra doctrina, pertenecen al ámbito propio del 
Derecho mercantil. Es ésta una cuestión de la que aquí no voy a tratar como 
tal cuestión de debate. Me limitaré a reseñar, por vía de ejemplo, algunas 
disposiciones del año 2005. 
2. Así, específicamente sobre cajas de ahorro, tipo de entidades de crédito 
que participa de la naturaleza jurídica de las fundaciones, en su mayoría 
gobernadas a la postre desde los partidos políticos merced al nefasto sistema 
de estructuración de los órganos rectores esbozado en la Ley 31/1985, de 2 
de agosto, algunas disposiciones autonómicas han aparecido en el año que nos 
ocupa, como las que enuncio a continuación, por supuesto sin pretensión 
alguna de exhaustividad: Ley 1/2005, de 9 de mayo, de Asturias, de 
modificación de la Ley 2/2000, de 23 de junio, de Cajas de Ahorro, para 
adaptarla a disposiciones básicas de las Leyes 44/2002, de 23 de noviembre, 
de Medidas de Reforma del Sistema Financiero, y 62/2003, de 30 de 
diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social; Decreto 
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Legislativo 1/2005, de 21 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido 
de la Ley de Cajas de Ahorro de Castilla y León; Decreto 66/2005, de 22 de 
septiembre, por el que se desarrolla en materia de órganos de gobierno y de 
dirección el Texto Refundido de la Ley de Cajas de Ahorro de Castilla y León, 
aprobado por el Decreto Legislativo 1/2005, de 21 de julio; Decreto Legisla-
tivo 1/2005, de 10 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de las 
Leyes 7/1985, de 17 de julio, y 4/1996, de 31 de mayo, de Cajas de Ahorro 
de Galicia; Decreto 166/2005, de 9 de junio, de Galicia, por el que se modifica 
el Decreto 240/1998, de 24 de julio, por el que se regula la figura del Valedor 
del Cliente de las Cajas de Ahorro; Decreto 62/2005, de 21 de octubre, por 
el que se regula la obra social de las Cajas de Ahorro, en desarrollo de la Ley 
6/2004, de 18 de octubre, de Cajas de Ahorro de La Rioja. 
También merece la pena reseñar, tratando de las cajas de ahorro como 
objeto de regulación por las Comunidades Autónomas y teniendo en cuenta 
el origen de esta Revista, el Auto del Tribunal Constitucional 53/2005, de 2 
de febrero. El Presidente del Gobierno de la Nación, quiero decir el que lo era, 
interpuso en enero de 2000 un recurso de inconstitucionalidad contra diversos 
preceptos de la Ley 15/1999, de 16 de diciembre, de Cajas de Ahorro de 
Andalucía. Levantada la suspensión que afectaba a los tres apartados 
impugnados del artículo 44.1, subsistió, mediante Auto del 13 de julio 
siguiente, la de los apartados segundo y tercero de la disposición adicional 
primera, relativa a las cajas de ahorro fundadas por la Iglesia Católica. 
Precisamente la Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Córdoba, que gira como 
CAJASUR, por dos veces solicitó del Tribunal Constitucional, sin éxito, ser oída 
acerca del desistimiento del recurso de inconstitucionalidad acordado por el 
Consejo de Ministros en su reunión del 28 de mayo de 2004, y asimismo pidió 
la continuación del proceso hasta su terminación por sentencia. Pues bien, el 
Tribunal Constitucional por medio del Auto referido, oídas y conformes las 
demás partes personadas, acordó tener por desistido al Presidente del 
Gobierno de la Nación, quiero decir el que lo es, en dicho recurso de 
inconstitucionalidad. A nadie se oculta, y este caso no es más que botón de 
muestra, que los instrumentos procesales puestos al servicio de la salvaguar-
dia del orden constitucional se utilizan a menudo con fines bien diversos. 
3. Por otra parte, algunas disposiciones autonómicas han aparecido sobre 
cooperativas durante 2005. El asunto de la inclusión de las cooperativas en el 
ámbito propio del Derecho mercantil era, sin duda, un asunto delicado, dados 
los precedentes, fundamentalmente el artículo 124 del Código de Comercio. 
Ahora bien, a la hora presente parece claro para muchos que la regulación de 
Derecho privado atinente a las cooperativas, al cabo de todo empresarios 
colectivos, se debería considerar incluida en la Legislación mercantil en 
cuanto a distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades 
Autónomas. Sin embargo, éstas han ido asumiendo la competencia exclusiva 
en materia de cooperativas, ejerciéndola, no en el ámbito genérico de la 
ordenación pública, sino legislando respecto de cuestiones de Derecho 
privado. Pero el Tribunal Constitucional vino ya, en su Sentencia 72/1983, de 
29 de julio, a ratificar la validez de tales disposiciones autonómicas a partir 
de la premisa de que la legislación cooperativa no es mercantil; en suma, 
valiéndose de la calificación otorgada por el legislador ordinario. Recordado 
esto, paso a enunciar, igualmente sin pretensión alguna de exhaustividad, 
disposiciones autonómicas fechadas en 2005 y específicamente concernien-
tes a cooperativas: Decreto 178/2005, de 25 de octubre, por el que se aprueba 
el Reglamento de Organización y Funcionamiento del Registro de Cooperati-
vas de Castilla-La Mancha; Ley 7/2005, de 21 de junio, de reforma de la Ley 
1/2003, de 20 de marzo, de Cooperativas de las Islas Baleares; Decreto 58/ 
2005, de 29 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley de 
Cooperativas del País Vasco; Decreto 59/2005, de 29 de marzo, por el que se 
aprueba el Reglamento de Organización y Funcionamiento del Registro de 
Cooperativas del País Vasco; Decreto 83/2005, de 22 de abril, que regula las 
Cooperativas de Crédito de la Comunidad Valenciana. Por cierto, el Tribunal 
Constitucional, en su Sentencia 291/2005, de 10 de noviembre, ha desestima-
do el recurso de inconstitucionalidad que la Junta de Andalucía había 
interpuesto contra el artículo 54 de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre, de 
medidas fiscales, administrativas y del orden social, el cual había modificado 
el artículo 104 de la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas. 
4. Sigamos con las Comunidades Autónomas. Éstas han asumido competen-
cias de ordenación de actividades económicas cuya regulación no debería 
invadir el terreno de las relaciones de Derecho privado. Ocurre, sin embargo, 
que a veces no aciertan los legisladores autonómicos a circunscribir su 
actuación conforme a dicho criterio. Por ejemplo, la Ley 2/2005, de 22 de 
marzo, de las Islas Baleares, ha venido a regular la comercialización de 
estancias turísticas en viviendas. Esta Ley enuncia en el artículo 7 una serie 
de obligaciones que resultan puestas a cargo de los comercializadores de 
estancias turísticas, tanto con carácter previo al inicio de la actividad como 
en el ejercicio de su actividad. Así, una de esas obligaciones consiste en la 
prestación efectiva de todos los servicios ofrecidos que deberán determinar-
se reglamentariamente y que en todo caso incluirá limpieza periódica de la 
vivienda, ropa de cama, lencería, menaje de casa en general y reposición de 
los mismos, mantenimiento de las instalaciones y servicio de atención al 
público en horario comercial. No puede objetarse, ciertamente, que la Ley 
se inmiscuye en las relaciones jurídicas inter privatos, porque cabe entender 
que así solamente se configura una conducta debida a los efectos del ejercicio 
de la potestad sancionadora. Sin embargo, la misma Ley, en el artículo 10, 
también impone a los usuarios de estancias turísticas unas cuantas obligacio-
nes. La de cumplir las condiciones pactadas en los términos del contrato 
suscrito con los comercializadores, más allá de representar una obviedad, 
puede tenerse por inocua en el contexto del que se trata. Ahora bien, ¿qué 
pensar de la obligación que tiene por objeto pagar los precios en el lugar, la 
forma y el plazo convenidos, sin que la presentación de una queja les exima 
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de esta obligación? La inclusión de semejante precepto en nuestros Códigos 
de Derecho privado sería, cuando menos, llamativa, porque el funcionamien-
to de las relaciones recíprocas lo solemos entender de otra manera. Pero no 
es ésta la cuestión que quiero plantear. Lo que me pregunto es si con normas 
como ésta no van las Comunidades Autónomas, conscientemente o no, más 
allá del ámbito de sus competencias. Admitamos que la única consecuencia 
de la contravención de la norma sea incurrir en responsabilidad, aunque no 
se sepa qué responsabilidad (la disposición adicional primera de esta Ley de 
2005 remite al régimen sancionador establecido en la Ley 2/1999, de 24 de 
marzo, General Turística de las Islas Baleares, cuyo artículo 45 contiene una 
norma similar, con la indicación de que la infracción de las obligaciones dará 
lugar a responsabilidad, de acuerdo con lo que se establece en la legislación 
vigente). ¿Tiene sentido hacer incurrir en responsabilidad a quien puede 
hallarse en el ejercicio de una facultad contractual cual es la de retener, en 
todo o en parte, la prestación debida? 
5. El Boletín Oficial del Estado ha dado noticia de la promulgación durante 
2005 de otras Leyes autonómicas que interesan, en una u otra medida, y a unos 
más que a otros, en el cultivo del Derecho mercantil: Ley 7/2005, de 4 de 
octubre, de Aragón, de horarios comerciales y apertura de festivos; Ley 10/ 
2005, de 15 de diciembre, de horarios comerciales de Castilla-La Mancha; Ley 
11/2005, de 15 de diciembre, de Castilla-La Mancha, del Estatuto del 
Consumidor; Ley 17/2005, de 27 de diciembre, de Cataluña, de modificación 
de la Ley 8/2004, de 23 de diciembre, de horarios comerciales; Ley 18/2005, 
de 27 de diciembre, de Cataluña, de equipamientos comerciales, derogatoria 
de la Ley 17/2000, de 29 de diciembre; Ley 2/2005, de 24 de junio, de 
creación del Jurado de Defensa de la Competencia de Extremadura; Ley 8/ 
2005, de 21 de junio, de medidas transitorias para el otorgamiento de la 
licencia autonómica de gran establecimiento comercial en las Islas Baleares; 
Ley 3/2005, de 14 de marzo, de Ordenación de la actividad comercial y las 
actividades feriales en la Comunidad Autónoma de La Rioja, derogatoria de 
la Ley 1/1995, de 2 de febrero, de infracciones y sanciones en materia de 
horarios para apertura y cierre de establecimientos comerciales en La Rioja; 
Ley 6/2005, de 18 de octubre, por la que se modifica la Ley 8/1997, de 9 de 
diciembre, de horarios comerciales de la Comunidad Valenciana. 
1. Tampoco causa ya asombro el hecho de que se legisle mal, a veces muy 
mal, como sea... porque no pasa nada, nunca pasa nada. Que la producción 
normativa sea muy amplia no significa necesariamente, aunque puede ser que 
sí, que se esté actuando de modo indebido en la tarea legislativa. Otros datos 
sí denotan incorrección, amén de puesta en peligro de valores que se supone 
que deben ser salvaguardados. El de la seguridad jurídica, expresamente  
garantizado por la Constitución en el artículo 9.3, se resiente en más o en 
menos cuando una materia resulta tratada en disposición normativa que, por 
su título o por el conjunto de la regulación establecida, no parece ser el 
receptáculo de tal tratamiento. Si, por ejemplo, una ley anuncia en el título 
ser modificadora del Código Civil, no ha de extrañar que cualesquiera 
artículos de éste resulten por ella modificados. Lo que carece de sentido, 
también por ejemplo, es que en algún rinconcillo de una ley de carreteras se 
modifique el régimen jurídico de las sustituciones fideicomisarias. La chanza, 
claro está, es fácil de hacer cuando se habla de estas cosas. Pero lo cierto es 
que cosas así pasan. Al hilo dejo aquí constancia, aunque la glosa no me 
compete, de que por Resolución de 28 de julio de 2005 dio publicidad la 
Subsecretaría del Ministerio de la Presidencia al Acuerdo del Consejo de 
Ministros del anterior día 22 por el que se aprobaron unas Directrices de 
técnica normativa. Habrá que ir viendo cuál es el resultado de tan loable 
propósito. 
2. Las leyes de presupuestos generales, cuyo contenido viene acotado en 
el artículo 134 de la Constitución, se han utilizado en demasía para introducir 
modificaciones en disposiciones preexistentes. La correspondiente al año que 
nos ocupa —Ley 30/2005, de 29 de diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2006—, al menos en relación, más o menos directa, con el 
Derecho mercantil, no se ha excedido en ello. El artículo 72 ha modificado el 
artículo primero de la Ley 20/1987, de 7 de octubre, sobre tasas que deben 
satisfacer los solicitantes y concesionarios de patentes europeas por deter-
minadas actividades a realizar en la Oficina Española de Patentes y Marcas (el 
artículo tercero de ésta contempla la adaptación periódica, vía leyes de 
presupuestos generales, de la cuantía de dichas tasas). El artículo 74 ha fijado 
en el veinte por cien, para todas las Autoridades Portuarias, la tasa por 
servicios generales regulada en el artículo 29 de la Ley 48/2003, de 26 de 
noviembre, de régimen económico y de prestación de servicios de los puertos 
de interés general, que establecía un relativamente complejo procedimiento 
de cálculo para cada una de las Autoridades Portuarias. La disposición 
adicional vigésima primera, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
primero de la Ley 24/1984, de 29 de junio, sobre modificación del tipo de 
interés legal del dinero, lo ha establecido, hasta el 31 de diciembre de 2006, 
en el cuatro por cien; esto es, como el año anterior. 
Ahora bien, la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2006, 
en la disposición adicional vigésima séptima, cuyo epígrafe es Apoyo a las 
pequeñas y medianas empresas, ha modificado, muy levemente a decir 
verdad, la Ley 2/1995, de 23 de marzo, de Sociedades de Responsabilidad 
Limitada. Dicha disposición adicional, en el primer apartado, fija el importe 
de la aportación del Estado a la línea de financiación a que se refiere la 
disposición adicional vigésima quinta de la Ley 2/2004, de 27 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado para el año 2005, resultando la cifra de 
doce millones de euros, cantidad que se financiará con cargo a la aplicación 
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presupuestaria 20.17.433M.821.04. Y, a renglón seguido, en el apartado 
segundo de la misma disposición adicional, se modifica la Ley de Sociedades 
de Responsabilidad Limitada. Así es. Con todo, esta modificación sólo ha 
afectado al apartado quinto de la disposición adicional octava de la Ley de 
Limitadas, que trata del Documento Único Electrónico o DUE, pieza de un 
nuevo sistema instaurado por la Ley 7/2003, de 1 de abril, de la Sociedad 
Limitada Nueva Empresa, con el que alguna vez habremos de familiarizarnos. 
3. En este orden de consideraciones hay que incluir la debida referencia 
a dos disposiciones que tienen en común el designio con el que se dictaron: 
el impulso a la productividad; una de ellas, además de apelar a la idea de 
urgencia para justificar —digo yo— la fuente utilizada, adicionalmente se 
propuso mejorar la contratación pública. Se trata del Real Decreto Ley 5/ 
2005, de 11 de marzo, de reformas urgentes para el impulso a la productividad 
y para la mejora de la contratación pública, y de la menos ambiciosa —digo 
yo— Ley 24/2005, de 18 de noviembre, de reformas para el impulso a la 
productividad. La lectura de los primeros párrafos del preámbulo del Real 
Decreto Ley y de la Exposición de Motivos de la Ley pone de manifiesto que 
hay un cierto grado de parentesco entre ambas disposiciones. Volveré sobre 
este detalle. 
3.1. La Directiva 2003/71/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 
de noviembre de 2003, sobre el folleto que debe publicarse en caso de oferta 
pública o admisión a cotización de valores, que además modificó la Directiva 
2001/34/CE, de 28 de mayo de 2001, sobre la admisión de valores negociables 
a cotización oficial y la información que ha de publicarse sobre dichos valores, 
había establecido como fecha límite de transposición, en el artículo 29, el 1 
de julio de 2005. Pues bien, la adaptación de nuestro Derecho se ha llevado 
a cabo por medio del Real Decreto Ley 5/2005. La Directiva transpuesta se 
propuso armonizar las exigencias relativas al proceso de aprobación del 
folleto exigido para la admisión a cotización de valores en mercados regulados 
comunitarios y para las ofertas públicas, para hacer efectivo el pasaporte 
comunitario para dicho documento. También introdujo la Directiva la posibi-
lidad de que el emisor de valores elija libremente, en determinados casos y 
para determinadas categorías de valores, la autoridad competente y, por 
tanto, el régimen aplicable a la autorización del folleto. En consecuencia, 
este Real Decreto Ley, en el artículo primero, modificó la Ley del Mercado de 
Valores para, en suma, mantener y mejorar la competitividad de nuestros 
mercados de valores y así evitar que se traslade la actividad a otros mercados 
extranjeros. Conviene que deje ya apuntado que los artículos 99 y 100, 
modificados por este Real Decreto Ley, fueron después modificados por el 
artículo 11 de la Ley 5/2005, de 22 de abril, y que el artículo 30 ter, 
introducido por este Real Decreto Ley, fue después modificado por la 
disposición final tercera de la Ley 25/2005, de 24 de noviembre. 
El Real Decreto Ley 5/2005 también ha transpuesto la Directiva 2002/47/ 
CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 6 de junio de 2002, sobre 
acuerdos de garantía financiera, la cual, en el artículo 11, había fijado como 
fecha límite de aplicación el 27 de diciembre de 2003. En relación con ello 
interesa el Capítulo II del Título 1 del Real Decreto Ley, que, bajo la rúbrica 
Sobre acuerdos de compensación contractual y garantías financieras, com-
prende los artículos 2 a 17. Se ha pretendido, en suma, ordenar y sistematizar 
la disciplina de los acuerdos de compensación contractual y de las garantías 
de carácter financiero, estableciéndose, además, los efectos derivados de las 
disposiciones de insolvencia sobre dichos acuerdos y garantías (este Capítulo 
II del Título 1, conforme a lo dispuesto en la disposición adicional primera del 
mismo Real Decreto Ley, ha de ser considerado como legislación especial a 
los efectos previstos en la disposición adicional segunda de la Ley Concursal, 
cuyo apartado segundo fue modificado en consecuencia por la disposición 
adicional tercera del Real Decreto Ley; no obstante, se ha de tener presente 
que dicho apartado segundo fue después modificado por la disposición final 
tercera de la Ley 6/2005, de 22 de abril, así como por la disposición final 
segunda de la Ley 25/2005, de 24 de noviembre). También ha modificado este 
Real Decreto Ley en la disposición adicional cuarta, en el mismo contexto de 
regulación, la Ley de Autonomía del Banco de España, en concreto su 
disposición adicional sexta. 
3.2. La Ley 24/2005, de 18 de noviembre, de reformas para el impulso a 
la productividad, afecta en buena medida al Derecho mercantil, así como a 
otros sectores del Ordenamiento jurídico, colindantes, que los mercantilistas 
debemos tener presentes en todo momento. En algún que otro caso incide 
esta reforma en materia cuya modificación, de regulación, cuesta trabajo 
asociar a la idea de impulso a la productividad, salvo que por esto se entienda 
cosa cualquiera idónea para causar un bien, del tipo que sea, a los ciudadanos 
(nuevamente invito a la lectura de los primeros párrafos de la Exposición de 
Motivos de esta Ley, comparándolos con los del preámbulo del Real Decreto 
Ley ya glosado); pero más bien parece coletilla. El artículo 9, de habilitación 
a las cooperativas agrarias para comercializar productos petrolíferos, modi-
fica, además de la Ley del Sector de Hidrocarburos, el artículo 93.4 de la Ley 
de Cooperativas y los artículos 9 y 13 de la Ley sobre Régimen Fiscal de las 
Cooperativas. El artículo 25, para facilitar el cambio de denominación social 
y los trámites de creación de la Sociedad Limitada Nueva Empresa, modifica 
los artículos 131 y 140 de la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada; 
la disposición adicional primera establece un beneficio fiscal al respecto; la 
disposición adicional cuarta vuelve sobre el asunto de la constitución 
telemática de este subtipo societario, especialidad de la sociedad de 
responsabilidad limitada. El artículo 26, con el fin de agilizar los plazos de 
inscripción, modifica el artículo 18 de la Ley Hipotecaria y el artículo 18 del 
Código de Comercio. El artículo 27, que trata del impulso a la tramitación 
telemática en el ámbito de los Registros y del Notariado, modifica los artículos 
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106, 107, 108, 109 y 112 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de medidas 
fiscales, administrativas y del orden social. El artículo 28, que trata del acceso 
telemático a los Registros, modifica los artículos 222, 238 y 248 de la Ley 
Hipotecaria, a la que además añade un nuevo artículo 222 bis. El artículo 29, 
sin acertar yo a ver, al igual que en algún caso anterior y en otros que de 
inmediato asomarán, qué relación existe con el impulso a la productividad, 
modifica el artículo 19 bis de la Ley Hipotecaria. De ésta resultan asimismo 
modificados, por los artículos 30 a 33 de la Ley 24/2005, los artículos 228, 66, 
324, 327, 328 y 313, así como, nuevamente, el artículo 222, del que ya se había 
ocupado, en la misma Ley, el artículo 28. El artículo 32 de la Ley glosada, 
además, modifica el artículo 43 de la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de 
medidas fiscales, administrativas y del orden social. Y la Ley 24/2001 vuelve 
a ser modificada por el artículo 34 de la Ley 24/2005. 
4. Una Ley de 18 de noviembre de 2005, la 22/2005, se presenta como Ley 
por la que se incorporan al ordenamiento jurídico español diversas directivas 
comunitarias en materia de fiscalidad de productos energéticos y electrici-
dad y del régimen fiscal común aplicable a las sociedades matrices y filiales 
de estados miembros diferentes, y se regula el régimen fiscal de las 
aportaciones transfronterizas a fondos de pensiones en el ámbito de la Unión 
Europea. Su disposición final cuarta ha añadido una nueva disposición 
adicional, la séptima, a la Ley de Autonomía del Banco de España, básicamen-
te para declarar inembargables e inejecutables sus bienes afectos al ejercicio 
de funciones públicas o al desenvolvimiento de potestades administrativas. 
5. Ignorantia legis non excusat... 
I V 
Hay disposiciones que interesan, por razón de la materia regulada, a 
diversas Áreas de Conocimiento, porque cabe adscribirlas, por la misma 
razón, a diversas ramas jurídicas. Así ocurre con lo que se dio en llamar, 
genéricamente, blanqueo de capitales, asunto del que ahora trataré a partir 
de la toma en consideración de la Directiva 2005/60/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 26 de octubre de 2005, relativa a la prevención de 
la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales y para la 
financiación del terrorismo. En el preámbulo de esta reciente Directiva se 
comienza por recordar que los flujos masivos de dinero negro pueden dañar 
la estabilidad y la reputación del sector financiero y poner en peligro el 
mercado único, así como que el terrorismo sacude los cimientos mismos de 
nuestra sociedad. En efecto, la solidez, integridad y estabilidad de las 
entidades financieras y de crédito, así como la confianza en el sistema 
financiero en su conjunto, podrían verse en grave peligro a causa de los 
esfuerzos de los delincuentes, ya sea por encubrir el origen del producto del  
delito, ya sea por canalizar el producto de actividades legítimas o ilegítimas 
hacia fines terroristas. Es lógico que los Estados reaccionen contra ello, pero 
no es conveniente que los Estados miembros lo hagan por su cuenta, de modo 
que el funcionamiento del mercado interior pueda padecer de resultas. 
Quiere decirse, a la postre, que parece razonable una actuación comunitaria 
en este ámbito, además porque, si no se adoptan medidas de coordinación, 
los blanqueadores de capital y los financiadores del terrorismo podrían 
aprovechar la libre circulación de capitales y la libre prestación de servicios 
financieros, que un espacio financiero integrado trae consigo, para facilitar 
sus actividades delictivas. En este contexto, la Directiva 2005/60/CE, en el 
artículo 44, deroga, dadas las considerables modificaciones necesarias y por 
motivos de claridad, la Directiva 91 /308/CEE del Consejo, de 10 de junio de 
1991, relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para el 
blanqueo de capitales, que había sido modificada por la Directiva 2001/97/ 
CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de diciembre de 2001. La 
Directiva 91 /308/CEE, como se sabe, fue transpuesta a nuestro Derecho por 
medio de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas 
de prevención del blanqueo de capitales, modificada por la Ley 44/2002, de 
22 de noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Financiero, por la Ley 
12/2003, de 21 de mayo, de prevención y bloqueo de la financiación del 
terrorismo, y por la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurídico de los 
movimientos de capitales y de las transacciones económicas con el exterior 
y sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales. El 
desarrollo reglamentario de la Ley 19/1993 se llevó a cabo en virtud del Real 
Decreto 925/1995, de 9 de junio, habiéndose procedido a modificar el 
Reglamento por el Real Decreto 54/2005, de 21 de enero. 
Pues bien, la necesidad de acomodar nuevamente la actuación comunita-
ria a las Recomendaciones del Grupo de Acción Financiera Internacional 
(Financial Action Task Force on Money Laundering, cuya creación por la 
Cumbre del G-7 se remonta a julio de 1989 en París), actualizadas a junio de 
2003, es la razón básica por la cual se ha dado este nuevo impulso en la 
materia. Como es habitual en los textos de esta índole, la Directiva 2005/60/ 
CE presenta de entrada una serie de preceptos en los que minuciosamente se 
define el objeto y el ámbito de aplicación. En este sentido cabe destacar que, 
para evitar que se acuda a métodos alternativos para encubrir el origen de los 
productos del delito y que tales canales puedan utilizarse para la financiación 
del terrorismo, se han hecho extensivas las obligaciones de lucha contra el 
blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo a los intermediarios de 
seguros de vida y a los proveedores de servicios a sociedades y fideicomisos. 
Asimismo debe quedar constancia de que esta Directiva introduce disposicio-
nes más concretas y detalladas, en relación con las de la Directiva 91/308/ 
CEE, en materia de identificación del cliente y de cualquier titular real, así 
como de comprobación de identidad. La Directiva glosada, aparte de perfilar 
con detalle las obligaciones dimanantes, prevé la creación de un nuevo 
Comité sobre prevención del blanqueo de capitales y financiación del 
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terrorismo, en sustitución del Comité de contacto sobre blanqueo de capita-
les que había sido creado por la Directiva de 1991. En fin, el plazo del que 
disponen los Estados miembros para poner en vigor las disposiciones necesa-
rias para dar cumplimiento a lo dispuesto en la Directiva finalizará el 15 de 
diciembre de 2007. 
Antes mencioné el Real Decreto 54/2005, de 21 de enero, por el que se ha 
modificado el Reglamento de la Ley 19/1993 aprobado por el Real Decreto 925/ 
1995, así como otras normas de regulación del sistema bancario, financiero y 
asegurador. El dictado del Real Decreto 54/2005 trajo causa de la reforma 
operada en la Ley 19/1993 por la Ley 19/2003, a su vez promulgada para la 
adecuación de nuestro régimen a las resultas de las modificaciones introducidas 
por la Directiva 2001/97/CE. Esta modificación reglamentaria, además de las 
necesarias adecuaciones conforme al principio de jerarquía normativa, ha 
introducido las modificaciones aconsejadas por la experiencia en la aplicación 
del régimen jurídico del que se trata, amén de las exigidas por los cambios 
organizativos e institucionales operados en la Administración española. También 
se han tenido en cuenta los estándares emanados, no sólo del Grupo de Acción 
Financiera Internacional, sino también del Comité de Supervisión Bancaria de 
Basilea, de la Asociación Internacional de Supervisores de Seguros, de la 
Organización Internacional de Comisiones de Valores y de Instituciones financie-
ras internacionales. Las disposiciones también afectadas por el Real Decreto 54/ 
2005, para hacer efectivo el régimen de prevención del blanqueo de capitales, 
son las siguientes: el Real Decreto 1245/1995, de 14 de julio, sobre creación de 
bancos, actividad transfronteriza y otras cuestiones relativas al régimen jurídico 
de las entidades de crédito; Decreto 1838/1975, de 3 de julio, sobre creación de 
cajas de ahorro y distribución de los beneficios líquidos de estas entidades; 
Reglamento de la Ley 13/1989, de 26 de mayo, de cooperativas de crédito, 
aprobado por el Real Decreto 84/1993, de 22 de enero; Real Decreto 2660/1998, 
de 14 de diciembre, sobre el cambio de moneda extranjera en establecimientos 
abiertos al público distintos de las entidades de crédito; Real Decreto 692/1996, 
de 26 de abril, de régimen jurídico de los establecimientos financieros de 
crédito; Real Decreto 867/2001, de 20 de julio, sobre el régimen jurídico de las 
empresas de servicios de inversión; Reglamento de la Ley 46/1984, de 26 de 
diciembre, reguladora de las instituciones de inversión colectiva, aprobado por 
el Real Decreto 1393/1990, de 2 de noviembre, después derogado por el Real 
Decreto 1309/2005, de 4 de noviembre; Reglamento de Ordenación y Supervi-
sión de los Seguros Privados, aprobado por el Real Decreto 2486/1998, de 20 de 
noviembre. 
Procede hacer una última referencia en relación con la materia del 
blanqueo de capitales, sobre su evolución durante 2005, para reseñar la 
Orden EHA/2963 /2005, de 20 de septiembre, que ha regulado, en el seno del 
Consejo General del Notariado, un Órgano Centralizado de Prevención. Esta 
particularidad deriva, en última instancia, del artículo 6.3 de la Directiva 91/ 
308/CEE, con el que ahora se corresponde el artículo 23.1 de la Directiva 
2005/60/CE. 
V 
1. Como era de esperar, durante 2005 se han sucedido diversas modifica-
ciones del Reglamento (CE) n° 1725/2003 de la Comisión, de 29 de septiembre 
de 2003, por el que se adoptaron determinadas Normas Internacionales de 
Contabilidad de conformidad con el Reglamento (CE) n° 1606/2002 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de julio de 2002. Se trata de los 
siguientes Reglamentos de la Comisión: n° 211/2005, de 4 de febrero, en lo 
que respecta a las Normas Internacionales de Información Financiera 1 y 2 y 
a las Normas Internacionales de Contabilidad 12, 16, 19, 32, 33, 38 y 39; n° 
1073/2005, de 7 de julio, en lo que respecta a la Interpretación del Comité 
de Interpretaciones de las Normas Internacionales de Información Financiera 
2; n° 1751/2005, de 25 de octubre, en lo que respecta a la Norma Internacional 
de Información Financiera 1, la Norma Internacional de Contabilidad 39 y la 
Interpretación del Comité Permanente de Interpretación de Normas Interna-
cionales de Contabilidad 12; n° 1864/2005, de 15 de noviembre, por lo que 
respecta a la Norma Internacional de Información Financiera 1 y a las Normas 
Internacionales de Contabilidad 32 y 39; n° 1910/2005, de 8 de noviembre, en 
lo que respecta a las Normas Internacionales de Información Financiera 1 y 6, 
a las Normas Internacionales de Contabilidad 1, 16, 19, 24, 38 y 39, y a las 
Interpretaciones del Comité de Interpretaciones de las Normas Internaciona-
les de Información Financiera 4 y 5; n° 2106/2005, de 21 de diciembre, en lo 
que respecta a la Norma Internacional de Contabilidad 39. 
2. Por otra parte, el Reglamento que desarrolla la Ley de Auditoría de 
Cuentas, aprobado por el Real Decreto 1636/1990, de 20 de diciembre, ha 
sido modificado por el Real Decreto 1156/2005, de 30 de septiembre. La Ley 
44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Financiero, 
había modificado la Ley de Auditoría de Cuentas, entre otros extremos, en 
cuanto al régimen de acceso al Registro Oficial de Auditores de Cuentas, 
necesario para poder ejercer la actividad de auditoría de cuentas. El sistema 
anterior se basaba, aparte de otros requisitos, en la superación de un examen 
de aptitud profesional realizado por cada una de las corporaciones represen-
tativas de quienes ejercen la actividad de auditoría de cuentas. El nuevo 
sistema se basa en una convocatoria única, a propuesta conjunta de las 
referidas corporaciones, previa aprobación de la respectiva convocatoria por 
el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas. Se ha pretendido así 
garantizar la igualdad y equidad en las condiciones de acceso al Registro 
Oficial de Auditores de Cuentas, contribuyendo a homogeneizar los requisitos 
exigidos para poder ejercer la actividad de auditoría de cuentas. Pues bien, 
la reforma reglamentaria de la que ahora trato desarrolla las normas sobre 
periodicidad de la convocatoria del examen (se establece que tendrá, con 
carácter general, una periodicidad bienal -artículo 27.2-) y sobre la 
composición y funcionamiento del tribunal (se asegura la presencia de 
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representantes de cada corporación de Derecho público representativa de los 
auditores de cuentas —artículo 27.3—). 
El Real Decreto 1156/2005 ha modificado asimismo el artículo 35.1 del 
Reglamento de Auditoría de Cuentas, con la finalidad, según se dice en el 
preámbulo de aquél, de adaptar a la situación real de la actividad aseguradora 
la fianza en garantía de la responsabilidad civil ilimitada en que pudieran 
incurrir los auditores ejercientes y las sociedades de auditoría. Como se sabe, 
el artículo 12 de la Ley de Auditoría de Cuentas obliga a los auditores de 
cuentas y a las sociedades de auditoría de cuentas a prestar fianza para 
responder de los daños y perjuicios que pudieran causar en el ejercicio de su 
actividad. El precepto legal admite diversas formas: depósito en efectivo, 
títulos de deuda pública, aval de entidad financiera o seguro de responsabi-
lidad civil por la cuantía y en la forma que establezca el Ministerio de 
Economía y Hacienda. El precepto reglamentario resultante de la reforma 
reza así: La fianza a que se refiere el artículo 21 se constituirá en forma de 
depósito en efectivo, valores de deuda pública, aval de entidades financieras 
inscritas en los registros especiales del Ministerio de Economía y Hacienda y 
del Banco de España o seguro de responsabilidad civil, y tendrá que 
garantizar, hasta el límite que resulte de la aplicación de los apartados 2 y 
3 siguientes, las responsabilidades que puedan deducirse de la actividad de 
auditoría de cuentas, por las reclamaciones que se planteen durante el 
período en que consten como auditores ejercientes o sociedades de auditoría 
inscritas en el Registro oficial de auditores de cuentas o en el año inmedia-
tamente posterior a aquel en el que cesen en las situaciones antes referidas. 
Quiere decirse que en adelante podrá valer como fianza un seguro de 
responsabilidad civil que, al amparo de lo establecido en el artículo 73 de la 
Ley de Contrato de Seguro, delimite temporalmente la cobertura que debe 
prestar el asegurador con arreglo al criterio que se ha impuesto en esta 
reforma, frente al anterior que conducía a extender la garantía hasta la 
prescripción de las eventuales acciones de responsabilidad. 
Vi 
El régimen jurídico de la contabilidad —de los empresarios—, en el que 
procede incluir lo concerniente del de la auditoría de cuentas, integra, con 
la disciplina del Registro Mercantil y no se sabe muy bien con qué más, el 
estatuto de los empresarios, noción prácticamente reverenciada en antiguos 
tratados y en viejas explicaciones de clase, hoy en día un tanto desfigurada 
por mor de tanto retoque de las leyes mercantiles, que sin embargo, por otra 
parte, obligan a seguir distinguiendo, sin que se sepa muy bien el porqué, 
entre empresarios mercantiles y empresarios no mercantiles. 
Las fundaciones, personas jurídicas que estructuralmente no interesan al 
Derecho mercantil porque parece que constituyen materia propia de civilis-
tas, se introducen en sus dominios cuando de ellas deba predicarse la  
condición jurídica de empresario, bien entendido que sin acceso al Registro 
Mercantil en virtud del principio de tipicidad de los sujetos inscribibles, hecha 
la salvedad representada por las cajas de ahorro, fundaciones por naturaleza 
jurídica y de inscripción obligatoria en el Registro Mercantil, no obstante, en 
cuanto entidades de crédito. Pues bien, en 2005 ha recibido desarrollo 
reglamentario la Ley de Fundaciones, de 26 de diciembre de 2002, cuya 
disposición final cuarta viene al efecto invocada en el preámbulo del Real 
Decreto 1337/2005, de 11 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento 
de fundaciones de competencia estatal, que deroga, entre otras disposicio-
nes, el Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero, que había aprobado el 
Reglamento anterior. 
El derecho de fundación para fines de interés general, reconocido en el 
artículo 34 de la Constitución, luego de su regulación en el ámbito estatal por 
la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de incentivos fiscales 
a la participación privada en actividades de interés general, fue objeto en la 
Ley de 2002, asimismo en el ámbito estatal, de un tratamiento preordinado 
a flexibilizar el funcionamiento de estas personas jurídicas que nacen de su 
ejercicio. Cabe recordar, en lo que nos ocupa, que las fundaciones pueden 
desarrollar, quiere decirse directamente, actividades económicas cuyo obje-
to esté relacionado con los fines fundacionales o sean complementarias o 
accesorias de las mismas, con sometimiento a las normas reguladoras de la 
defensa de la competencia (artículo 24.1.1). Pero las fundaciones también 
pueden intervenir en cualesquiera actividades económicas, indirectamente, 
a través de su participación en sociedades (artículo 24.1.11): pueden partici-
par en sociedades mercantiles en las que no se responda personalmente de 
las deudas sociales, debiendo dar cuenta al Protectorado de la circunstancia 
de ser mayoritaria, en su caso, esta participación (artículo 24.2); ahora bien, 
si una fundación recibiera por cualquier título, bien como parte de la dotación 
inicial, bien en un momento posterior, alguna participación en sociedad en 
la que se deba responder personalmente de las deudas sociales, deberá 
enajenar dicha participación, salvo que, en el plazo máximo de un año, se 
produzca la transformación de la sociedad en otra en la que resulte limitada 
la responsabilidad de la fundación (artículo 24.3). Cuando se realicen 
actividades económicas, la contabilidad de las fundaciones se ajustará a lo 
dispuesto en el Código de Comercio, debiendo formular cuentas anuales 
consolidadas cuando la fundación se encuentre en cualquiera de los supuestos 
allí previstos para la sociedad dominante, y, en cualquier caso, se deberá 
incorporar información detallada en un apartado específico de la memoria, 
indicando los distintos elementos patrimoniales afectos a la actividad mer-
cantil (artículo 25.9); sin perjuicio de ello, la regulación contenida en los 
anteriores apartados del artículo 25, general sobre contabilidad y auditoría 
de las fundaciones, se inspira claramente en las normas prístinamente 
mercantiles. Téngase presente, con todo, que los artículos recién recorda-
dos, como los artículos 26 (sobre obtención de ingresos) y 27 (sobre destino 
de rentas e ingresos), no son de aplicación general, sino a las fundaciones de 
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competencia estatal, conforme a lo establecido en la disposición final 
primera de la Ley de Fundaciones. 
El Reglamento de fundaciones de competencia estatal, aprobado por el 
Real Decreto 1337/2005, dedica el Capítulo V a la actividad de la fundación 
y gestión económica, según reza su rúbrica. El artículo 23 presenta el cuadro 
de las actividades de la fundación con unas enunciaciones que a mi juicio 
adolecen de una evidente y grave falta de rigor conceptual y técnico. Se 
distingue, en efecto, entre las actividades propias y las actividades mercan-
tiles. Por actividad propia se ha de entender la realizada por la fundación 
para el cumplimiento de sus fines, sin ánimo de lucro, con independencia de 
que la prestación o servicio se otorgue de forma gratuita o mediante 
contraprestación. A ello se añade, de un lado, que las fundaciones podrán, 
además, desarrollar directamente actividades mercantiles cuando realicen 
la ordenación por cuenta propia de medios de producción y de recursos 
humanos, o de uno de ambos, con la finalidad de intervenir en la producción 
o distribución de bienes o servicios para obtener lucro, siempre que su objeto 
esté relacionado con los fines fundacionales o sean complementarias o 
accesorias de aquéllas, con sometimiento a las normas reguladoras de 
defensa de la competencia, y, de otro lado, que podrán realizar cualquier 
actividad mercantil mediante la participación en sociedades. Por demás, los 
restantes preceptos de dicho Capítulo V dan desarrollo a los legales corres-
pondientes acerca de la participación de la fundación en sociedades mercan-
tiles (así, se delimita con mayor grado de concreción el supuesto de 
participación mayoritaria en sociedad de cuyas deudas no se tenga que 
responder y se toma en consideración la eventualidad de sujeción a algún 
régimen de participaciones significativas), de los códigos de conducta para la 
realización de inversiones temporales (disposición adicional tercera de la Ley 
44/2002, de 23 de noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Financie-
ro), del plan de actuación (se detalla su contenido y la vertiente procedimental), 
de los libros de contabilidad y de la auditoría externa y de la gestión 
económica (resultan invocadas varias veces las normas de adaptación del Plan 
General de Contabilidad a las entidades sin fines lucrativos, aprobadas, como 
las normas de información presupuestaria de estas entidades, por el Real 
Decreto 776/1998, de 30 de abril —la disposición final tercera de la Ley de 
Fundaciones fijó el plazo de un año, a partir de su entrada en vigor, para que 
el Gobierno actualizara dichas normas contables y aprobara las normas de 
elaboración del plan de actuación de dichas entidades, tarea no llevada a 
cabo aún, como viene a reconocer el Real Decreto 1337/2005 en la disposición 
adicional segunda y en la tercera—). 
Vil 
1. De igual manera que el legislador decimonónico no se olvidó de los 
clientes de los comerciantes para dispensarles cierta protección específica,  
cosa en la que algunos no reparan cuando dan la bienvenida, deslumbrados, 
a novísimas disposiciones, no me olvidaré yo de dar su lugar en esta modesta 
crónica legislativa a los consumidores, aun no militando en las filas de sus 
entusiastas. 
2. Así, hay que hacer referencia a la Directiva 2005/29/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2005, relativa a las prácticas 
comerciales desleales de las empresas en sus relaciones con los consumidores 
en el mercado interior, que modifica la Directiva 84/450/CEE del Consejo 
[publicidad engañosa], las Directivas 97/7/CE [contratos a distancia], 98/27/ 
CE [acciones de cesación] y 2002 /65/CE [comercialización a distancia de 
servicios financieros] del Parlamento Europeo y del Consejo y el Reglamento 
(CE) n° 2006/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo [cooperación entre 
las autoridades nacionales encargadas de la aplicación de la legislación de 
protección de los consumidores]; Directiva que se habrá de conocer como la 
Directiva sobre las prácticas comerciales desleales. 
Se parte de la idea de que las leyes de los Estados miembros relativas a las 
prácticas comerciales desleales muestran marcadas diferencias que pueden 
generar distorsiones apreciables de la competencia y obstaculizar el buen 
funcionamiento del mercado interior. Son disparidades que provocan incer-
tidumbre en cuanto a cuáles son las normas nacionales aplicables a las 
prácticas comerciales desleales que perjudican a los intereses económicos de 
los consumidores y crean numerosas barreras que afectan a las empresas y a 
los consumidores. Tales obstáculos incrementan el coste que supone para las 
empresas el ejercicio de las libertades del mercado interior, en particular 
cuando desean realizar actividades de comercialización transfronteriza, 
campañas de publicidad y promociones de ventas. También crean incertidum-
bre dichos obstáculos a los consumidores sobre sus derechos, y merman su 
confianza en el mercado interior. Pues bien, se considera que todos estos 
obstáculos deben eliminarse, y ello sólo puede conseguirse estableciendo 
normas uniformes a escala comunitaria que garanticen un alto nivel de 
protección del consumidor y aclarando ciertos conceptos jurídicos a escala 
comunitaria en la medida necesaria para el adecuado funcionamiento del 
mercado interior y para el cumplimiento del requisito de seguridad jurídica. 
Así pues, la Directiva glosada aproxima las leyes de los Estados miembros 
sobre las prácticas comerciales desleales, incluida la publicidad desleal, que 
son directamente perjudiciales para los intereses económicos de los consu-
midores e indirectamente perjudiciales para los de los competidores legíti-
mos. Ahora bien, conforme al principio de proporcionalidad, la Directiva 
protege a los consumidores de las consecuencias de dichas prácticas comer-
ciales desleales cuando éstas son sustanciales, aun reconociendo que, en 
determinados casos, la incidencia para el consumidor puede ser insignifican-
te; pero no comprende ni atañe a las leyes nacionales sobre prácticas 
comerciales desleales que perjudican sólo a los intereses económicos de los 
competidores o que se refieren a transacciones entre comerciantes, de modo 
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que, en virtud del principio de subsidiariedad, los Estados miembros seguirán 
teniendo la capacidad de regular esas prácticas. Del mismo modo, la Directiva 
tampoco comprende ni atañe a las disposiciones de la Directiva 84/450/CEE 
sobre publicidad que induce a error a las empresas pero no a los consumidores 
y sobre publicidad comparativa, ni afecta a las prácticas publicitarias y de 
comercialización aceptadas, como la publicidad indirecta legítima, la dife-
renciación de marcas o la oferta de incentivos que pueden afectar legítima-
mente a la percepción que tienen los consumidores de los productos e influir 
en su comportamiento, pero sin mermar su capacidad de tomar una decisión 
con el debido conocimiento de causa. 
El contenido de la Directiva 2005/29 /CE es algo complejo. Tras la fijación 
de su objeto y la inevitable enunciación de definiciones (artículos primero y 
segundo), así como la delimitación del ámbito de aplicación (artículo tercero) 
y la prohibición a los Estados miembros de que no restrinjan la libre prestación 
de servicios ni la libre circulación de mercancías por razones pertinentes al 
ámbito objeto de la aproximación llevada cabo por la Directiva (artículo 
cuarto), aparece, como núcleo del texto, la prohibición de las prácticas 
comerciales desleales (artículo quinto), que en particular son las prácticas 
engañosas (artículos 6 y 7) y las prácticas agresivas (artículos 8 y 9). El artículo 
10 deja hueco a los códigos de conducta, mecanismo de autorregulación que 
no puede excluir el acceso a los correspondientes procedimientos administra-
tivos y judiciales por parte de los consumidores. La fecha límite de transpo-
sición, conforme al artículo 19, es el 12 de junio de 2007. La Directiva 
someramente glosada se completa con un anexo en el que se enumeran las 
prácticas comerciales, treinta y una, que se consideran desleales en cualquier 
circunstancia (por ejemplo, proclamar falsamente que un producto puede 
curar enfermedades, disfunciones o malformaciones —práctica engañosa— o 
crear la impresión de que el consumidor no puede abandonar el local hasta 
haber perfeccionado el contrato —práctica agresiva—) y con otro anexo, en 
el que se forma un elenco con las disposiciones del Derecho comunitario que 
establecen normas relativas a la publicidad y a las comunicaciones comercia-
les. 
3. Por mandato constitucional con el alcance de principio rector de la 
política social y económica (artículo 51.2), los poderes públicos deben 
fomentar las organizaciones de los consumidores y usuarios, oyéndolas en las 
cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos que la ley 
establezca. La Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios dio 
a ello el correspondiente desarrollo en el artículo 22, previendo que el 
Gobierno determinara la composición y funciones de un Consejo como órgano 
de representación y consulta a nivel nacional, integrado por representantes 
de las asociaciones contempladas en el artículo 20. Así trajo causa el Real 
Decreto 825/1990, de 22 de junio, sobre derecho de representación, consulta 
y participación de los consumidores y usuarios a través de sus Asociaciones, 
que configuró el Consejo de Consumidores y Usuarios. La consolidación de las  
organizaciones de consumidores y usuarios como interlocutores sociales 
especialmente cualificados ha llevado al Consejo a una evolución permanente 
para adaptar sus estructuras y funcionamiento a las especiales características 
que ha venido presentando el panorama asociativo en cada momento, así 
como a la necesidad de dotar sus actuaciones de agilidad y eficacia como 
instrumento imprescindible para paliar las desigualdades del consumidor en 
las relaciones del mercado (de hecho, el Real Decreto 825/1990 había sido 
modificado, en cuanto al Consejo de Consumidores y Usuarios, por los Reales 
Decretos 2211/1995, de 28 de diciembre, y 1203/2002, de 20 de noviembre). 
La evolución social y económica, la complejidad de los mercados y la propia 
evolución del Derecho del consumo, así como la experiencia acumulada en el 
funcionamiento del Consejo de Consumidores y Usuarios, han hecho que los 
instrumentos habilitados en las disposiciones normativas aplicables sean ya 
poco operativos en orden al efectivo ejercicio del derecho de representación, 
consulta y participación de los consumidores y usuarios. 
De la manera reseñada se justifica en el preámbulo del Real Decreto 894/ 
2005, de 22 de julio, por el que se regula el Consejo de Consumidores y 
Usuarios, la nueva concepción de éste, que requiere una regulación que le 
otorgue una estructura interna fuerte, le permita un funcionamiento ágil y 
reconozca el importante papel que desempeña en el contexto actual del 
consumo y de las demás políticas públicas. Este Real Decreto se contrae, pues, 
a la caracterización del Consejo de Consumidores y Usuarios, adscrito al 
Ministerio de Sanidad y Consumo a través del Instituto Nacional de Consumo, 
como órgano de representación y consulta de ámbito nacional de las 
organizaciones de consumidores y usuarios con implantación estatal (artículo 
primero), a la enunciación de sus funciones (artículo segundo) y a su 
estructura (artículo tercero), con especificación del régimen de sus miembros 
(artículos cuarto y quinto) y de funcionamiento (artículos sexto, séptimo y 
octavo). En consecuencia, del Real Decreto 825/1990 han sido derogadas por 
el glosado las normas que concernían al Consejo de Consumidores y Usuarios. 
4. También concierne a la protección de los consumidores y usuarios el 
Real Decreto 1163/2005, de 30 de septiembre, por el que se regula el 
distintivo público de confianza en los servicios de la sociedad de la informa-
ción y de comercio electrónico, así como los requisitos y el procedimiento de 
concesión, que ha derogado el Real Decreto 292/2004, de 20 de febrero, el 
cual había creado dicho distintivo público conforme a lo establecido en la 
disposición final octava de la Ley 34/2002, de 11 de junio, de servicios de la 
sociedad de la información y de comercio electrónico. El dictado del Real 
Decreto 1163/2005 responde básicamente a la aceptación por el Consejo de 
Ministros de un requerimiento de incompetencia realizado por la Generalidad 
de Cataluña. 
236 
	
Pablo Luis Núñez Lozano  Crónica Jurídica Hispaleanse/ erecilo Mercantil 
VII I 
1. En materia de bienes inmateriales son varias las disposiciones que deben 
ser reseñadas, comenzando por las que conciernen a los organismos compe-
tentes. 
El Reglamento (CE) n° 2869/95 de la Comisión, de 13 de diciembre de 1995, 
relativo a las tasas que se han de abonar a la Oficina de Armonización del 
Mercado Interior (marcas, diseños y modelos), ha sido modificado durante 
2005 por los Reglamentos n° 1042/2005, de 29 de junio, y n° 1687/2005, de 
14 de octubre. 
La Orden ITC /915/2005, de 4 de abril, ha creado un Registro telemático 
en la Oficina Española de Patentes y Marcas. Esta disposición trae causa del 
propósito, manifestado básicamente en el artículo 45 de la Ley 30/1992, de 
4 de abril, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, de implantar las técnicas telemáticas 
en el funcionamiento ordinario de las Administraciones Públicas. En ejecu-
ción de dicho designio, y en aplicación de las diversas normas legales y 
reglamentarias que regulan la materia con carácter general, la Orden glosada 
tiene por objeto crear en la Oficina Española de Patentes y Marcas un Registro 
telemático habilitado para la recepción, remisión y tramitación de solicitu-
des, escritos y comunicaciones relacionados con determinados procedimien-
tos especificados en el anexo; de hecho, originariamente, sólo los recursos 
administrativos para cuya resolución resulte competente un órgano de la 
Oficina Española de Patentes y Marcas de conformidad con lo establecido en 
la Ley 30/1992. Debe quedar claro, en cualquier caso, que la presentación de 
los documentos por vía telemática se establece como una vía adicional, no 
obligatoria para el interesado. La Orden ITC/915/2005, sobre la base de la 
previsión contenida en su apartado noveno, se modificó por la Orden ITC/ 
2043/2005, de 28 de junio, para incluir en aquellos procedimientos el trámite 
de presentación de solicitudes de registro de marcas y nombres comerciales. 
2. El Reglamento (CE) n° 1239/95 de la Comisión, de 31 de mayo de 1995, 
había establecido disposiciones de aplicación del Reglamento (CE) n° 2100/ 
94 del Consejo, de 27 de julio de 1994, relativo a la protección comunitaria 
de las obtenciones vegetales, en lo relativo al procedimiento ante la Oficina 
Comunitaria de Variedades Vegetales. Pues bien, sendas modificaciones 
operadas en el Reglamento 2100/94 han hecho necesaria la modificación del 
Reglamento 1239/95, lo que se ha llevado a cabo por medio del Reglamento 
(CE) n° 1002/2005 de la Comisión, de 30 de junio de 2005, en lo que respecta 
a la concesión de licencias obligatorias y a la normativa sobre inspección 
pública y acceso a los documentos en poder de la Oficina Comunitaria de 
Variedades Vegetales. 
La Ley 3/2000, de 7 de enero, de régimen jurídico de la protección de las 
obtenciones vegetales, ya modificada por la Ley 3/2002, de 1 de marzo, 
estaba pendiente de desarrollo reglamentario, que no se había llevado a cabo  
tempestivamente por mor de aguardar a la adecuación del régimen legal a la 
doctrina sentada por el Tribunal Constitucional en la Sentencia 103/1999, de 
3 de junio, directamente atinente a la Ley de Marcas de 1988. Pues bien, el 
Real Decreto 1261/2005, de 21 de octubre, ha aprobado el Reglamento de 
protección de obtenciones vegetales, quedando derogado el Real Decreto 
1674/1977, de 10 de junio, que constituía el desarrollo reglamentario de la 
anterior Ley en la materia, la Ley 12/1975, de 12 de marzo, a su vez derogada 
por la Ley 3/2000. Este Reglamento no sólo es conforme, claro está, con el 
nuevo reparto competencial en materia de obtenciones vegetales de acuerdo 
con la referida doctrina del Tribunal Constitucional. Antes bien, la aprobación 
del nuevo Reglamento tiene, además, consecuencias importantes en cuanto 
a la precisión con que se regula la realización del examen técnico y todas las 
cuestiones relativas a los ensayos de identificación, el establecimiento de un 
procedimiento claro de oposiciones a la concesión del derecho de obtentor, 
la delimitación del secreto de obtención y el acceso a la información y una 
regulación equilibrada de la información que el obtentor, en relación con sus 
variedades, tiene derecho a recibir tanto de los titulares de las licencias como 
de las autoridades que intervienen en su fiscalización. Por otra parte, el 
artículo 68.1 del Reglamento, sobre denominaciones de las variedades, 
contiene una remisión directa al Reglamento (CE) n° 930/2000 de la Comisión, 
de 4 de mayo de 2000, por el que se establecen disposiciones de aplicación 
referentes a la adecuación de las denominaciones de las variedades de las 
especies de plantas agrícolas y especies hortícolas. El nuevo Reglamento, en 
fin, se muestra particularmente respetuoso con el mandato contenido en el 
Reglamento (CE) n° 2100/94, antes citado, en cuanto a que las variedades con 
protección comunitaria reciban el mismo trato que las variedades con 
protección nacional, en lo relativo a las medidas de policía administrativa y 
a las infracciones y sanciones. 
3. En materia de marcas destaca el Reglamento (CE) n° 1041/2005 de la 
Comisión, de 29 de junio de 2005, que modifica el Reglamento (CE) n° 2868/ 
95, por el que se establecen normas de ejecución del Reglamento (CE) n° 40/ 
94 del Consejo, sobre la marca comunitaria. Fundamentalmente, pero no 
sólo, se han adoptado medidas técnicas para la aplicación de las disposiciones 
relativas al formulario normalizado en los informes de búsqueda, la división 
de la aplicación y el registro, la revocación de decisiones, los poderes y las 
resoluciones adoptadas por un solo miembro de la División de oposición o de 
la División de anulación. 
4. Se ha dictado el Real Decreto 1414/2005, de 25 de noviembre, por el que 
se regula el procedimiento para la tramitación de las solicitudes de inscrip-
ción en el Registro comunitario de las denominaciones de origen protegidas 
y de las indicaciones geográficas protegidas, y la oposición a ellas. Este Real 
Decreto deroga el Real Decreto 1643/1999, de 22 de octubre, sobre la misma 
materia. Básicamente se trata de regular un procedimiento interno de 
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oposición que sea previo a la transmisión de la solicitud de registro a la 
Comisión Europea. El objeto de la disposición glosada es, al cabo, facilitar la 
aplicación en el Derecho interno del Reglamento (CEE) n° 2081/92 del 
Consejo, de 14 de julio de 1992, relativo a la protección de las indicaciones 
geográficas y de las denominaciones de origen de los productos agrícolas y 
alimenticios. 
5. En el ámbito de los nombres de dominio debe hacerse mención, en 
primer lugar, del Reglamento (CE) n° 1654/2005 de la Comisión, de 10 de 
octubre de 2005, que modifica el Reglamento (CE) n° 874/2004 por el que se 
establecen normas de política de interés general relativas a la aplicación y a 
las funciones del dominio de primer nivel (.eu), así como los principios en 
materia de registro. Debe hacerse mención, en segundo lugar, de la Orden 
ITC/1542 /2005, de 19 de mayo, que aprueba el Plan Nacional de nombres de 
dominio de Internet bajo el código de país correspondiente a España (.es), 
dictada de conformidad con lo establecido en la disposición adicional sexta 
de la Ley de servicios de la sociedad de la información y de comercio 
electrónico y que deroga la Orden CTE/662 /2003, de 18 de marzo. Y debe 
hacerse mención, en tercer lugar, de la Orden PRE/1641/2005, de 31 de 
mayo, por la que se modifica la Orden PRE/2440/2003, de 29 de agosto, por 
la que se desarrolla la regulación de la tasa por asignación del recurso limitado 
de nombres de dominio bajo el código de país correspondiente a España (.es). 
6. El Consejo de Ministros, en su reunión de 8 de abril de 2005, adoptó un 
Acuerdo por el que se aprueba el Plan integral del Gobierno para la 
disminución y la eliminación de las actividades vulneradoras de la propiedad 
intelectual. Como quiera que además se ha considerado necesario el conoci-
miento general de dicho Acuerdo, la Orden CUL/1079/2005, de 21 de abril, 
dispuso publicarlo, quiere decirse en el Boletín Oficial del Estado, en concreto 
el del siguiente día 26. 
En este orden también deben quedar reseñados el Real Decreto 1224/ 
2005, de 13 de octubre, por el que se crea y regula la Comisión intersectorial 
para actuar contra las actividades vulneradoras de los derechos de propiedad 
industrial (queda derogado el Real Decreto 114/2000, de 28 de enero), y el 
Real Decreto 1228/2005, de 13 de octubre, por el que se crea y regula la 
Comisión intersectorial para actuar contra las actividades vulneradoras de los 
derechos de propiedad intelectual. 
7. Pongo fin a este capítulo con la reseña de una disposición de las que 
hacen época, una disposición propia de una época de insufrible hipocresía: la 
Ley 28/2005, de 26 de diciembre, de medidas sanitarias frente al tabaquismo 
y reguladora de la venta, el suministro, el consumo y la publicidad de los 
productos del tabaco. Interesan, fundamentalmente, los artículos 9 y 10, que 
integran el Capítulo III: Regulación de la publicidad, promoción y patrocinio 
de los productos del tabaco. 
En el artículo 9, con algunas excepciones, se establece la prohibición del 
patrocinio de los productos del tabaco, así como toda clase de publicidad y 
promoción de los citados productos en todos los medios y soportes —ya no sólo 
a través de la televisión—, incluidas las máquinas expendedoras y los servicios 
de la sociedad de la información (véase, por aquello de la hipocresía, la 
disposición transitoria quinta). También se ha prohibido, fuera de la red de 
expendedurías de tabaco y timbre del Estado, la distribución gratuita o 
promocional de productos, bienes o servicios o cualquier otra actuación cuyo 
objetivo o efecto directo o indirecto, principal o secundario, sea la promoción 
de un producto del tabaco. 
Por su parte, el artículo 10 ha prohibido el empleo de nombres, marcas, 
símbolos o cualesquiera otros signos distintivos que sean utilizados para 
identificar en el tráfico productos del tabaco y, simultáneamente, otros 
bienes o servicios y sean comercializados u ofrecidos por una misma empresa 
o grupo de empresas (véase también la disposición transitoria segunda). 
IX 
1. Una importante Ley se ha promulgado en 2005 en materia de socieda-
des: la Ley 19/2005, de 14 de noviembre, sobre la sociedad anónima europea 
domiciliada en España. 
Es una Ley importante por lo que se anuncia en su título, ya que se da 
carta de naturaleza a una nueva figura societaria: la sociedad anónima 
europea —domiciliada en España—. Pero es una Ley importante, si no sobre 
todo, al menos por ahora, por lo que no se anuncia en su título, tampoco en 
su Exposición de Motivos; esto es, por las restantes modificaciones introdu-
cidas en la Ley de Sociedades Anónimas y en la de Sociedades de Responsa-
bilidad Limitada. 
En efecto, el artículo único de la Ley 19/2005 modifica la Ley de 
Sociedades Anónimas añadiéndole un nuevo Capítulo, el duodécimo y bajo la 
rúbrica De la sociedad anónima europea, comprensivo, en tres Secciones, de 
los nuevos artículos 312 a 338. Por su parte, la disposición final primera de la 
Ley 19/2005 modifica la Ley de Sociedades Anónimas en los artículos 38, 95, 
97, 126, 165, 170, 250 y 262, mientras que la disposición final segunda 
modifica el 105 de la de Sociedades de Responsabilidad Limitada. No estará 
de más destacar que en la Exposición de Motivos de la Ley glosada se dice, sin 
que parezca broma, que la Ley tiene, pues, un alcance muy limitado, a lo que 
se añade que tan sólo pretende la adición de un nuevo capítulo al texto 
refundido de la Ley de Sociedades Anónimas... 
1.1. Aun a riesgo de incurrir en exceso de simplificación, pero debiendo 
proceder por vía de síntesis, puede afirmarse que la sociedad anónima 
europea es una figura societaria concebida para facilitar —si no, lisa y 
llanamente, para posibilitar— que se lleven a cabo, sin tener que recurrir a 
procedimientos de suyo indirectos, operaciones de reestructuración empre-
sarial con la participación de entidades sometidas a diferentes Ordenamientos 
nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea. 
Con el designio enunciado, básicamente, se adoptó el Reglamento (CE) n° 
2157/2001 del Consejo, de 8 de octubre de 2001, por el que se aprueba el 
Estatuto de la Sociedad Anónima Europea (SE), fruto, al cabo, del Consejo 
Europeo de Niza celebrado en diciembre de 2000. Este Reglamento, que entró 
en vigor el 8 de octubre de 2004, ha significado el cierre de una etapa abierta 
en 1970, cuando la Comisión europea presentó un texto directamente 
inspirado en los trabajos presididos por Pieter Sanders. A lo largo de esos años 
fueron sucediéndose otros intentos de creación de una figura societaria 
netamente supranacional, comunitaria, con los caracteres propios de la 
sociedad de capital por acciones. El resultado alcanzado, por mor de una 
necesidad de compromiso entre los Estados miembros, dista no poco de las 
orientaciones de las primeras iniciativas, entre otros aspectos, en el de la 
técnica jurídica que se ha tenido que utilizar para lograr la adopción del 
Reglamento. 
En efecto, el Reglamento no contiene una disciplina completa de la figura 
societaria creada, y esto es así no, claro está, porque haya sido caso de olvido 
por parte de un legislador descuidado, sino porque intencionadamente se ha 
confiado a los Estados miembros, de suyo destinatarios de un mandato a este 
respecto, la adopción de todas las disposiciones adecuadas para garantizar 
la aplicación efectiva de este Reglamento (artículo 68.1), el cual se contrae 
a sentar unas bases cuyo desarrollo por los Ordenamientos nacionales es 
imprescindible para que la sociedad anónima europea devenga realidad. Se 
cuenta, ciertamente, con que las Directivas de armonización en materia de 
sociedades han venido configurando un marco idóneo para que el panorama 
resultante, del conjunto de las regulaciones nacionales complementarias del 
Reglamento, goce de un apreciable grado de uniformidad, al menos en lo 
esencial. Pero no menos cierto es que el resultado final será la existencia de 
tantos modelos de sociedad anónima europea como Estados miembros, de 
manera que hay que convenir en que no estamos en presencia de una genuina 
sociedad supranacional, de una verdadera sociedad comunitaria. 
Dejando de lado el tema de la implicación de los trabajadores en las 
sociedades anónimas europeas (objeto de la Directiva 2001 /86/CE del 
Consejo, de 8 de octubre de 2001, por la que se completa el Estatuto de la 
Sociedad Anónima Europea en lo que respecta a la implicación de los 
trabajadores, cuyas disposiciones, a tenor del preámbulo del Reglamento, 
constituyen un complemento indisociable al presente reglamento y deben 
aplicarse concomitantemente —el Proyecto de Ley para su transposición se 
halla tramitándose—), la pieza clave del sistema establecido es la ordenación 
jerárquica de fuentes normativas, legales y convencionales, de cuya conjun-
ción ha de resultar el régimen jurídico de la figura societaria que nos ocupa. 
Esta ordenación se halla en el artículo 9 del Reglamento. 
Como es lógico, atendida su naturaleza, las normas del Reglamento son 
directamente aplicables (artículo 9.1.a), sin perjuicio de las remisiones 
concretas que no pocas de ellas hacen a los Ordenamientos nacionales de los 
Estados miembros. Sólo en los extremos respecto de los cuales contenga el 
Reglamento una autorización expresa al efecto, pueden incorporarse reglas 
a los estatutos de la sociedad (artículo 9.1. b), bien entendido que la 
expresión estatutos de la SE designará a la vez el acto constitutivo y, cuando 
constituyan un acto separado, los estatutos propiamente dichos de la SE 
(artículo 6). Ahora bien, cuando se trate de materias no reguladas por el 
Reglamento o de las reguladas sólo en parte, tanto aquéllas como los aspectos 
de éstas no previstos quedan remitidos (artículo 9.1.c), en primer lugar, a las 
disposiciones legales que adopten los Estados miembros en aplicación de 
medidas comunitarias que se refieran específicamente a las SE (estas 
disposiciones han de guardar conformidad con las Directivas que conciernen 
a las sociedades anónimas enumeradas en el Anexo 1 del Reglamento —artículo 
9.2—; para España, naturalmente, la sociedad anónima); en segundo lugar, 
a las disposiciones legales de los Estados miembros que fuesen de aplicación 
a una sociedad anónima constituida con arreglo a la legislación del Estado 
miembro en el que la SE tenga su domicilio social (incluidas, en su caso, las 
normas especiales en atención al objeto social —artículo 9.3—; téngase 
presente el artículo 3 de nuestra Ley de Sociedades Anónimas); y, en tercer 
lugar, a las disposiciones de los estatutos, en las mismas condiciones que 
rigen para las sociedades anónimas constituidas con arreglo a la legislación 
del ES-tado miembro en el que la SE tenga su domicilio social (téngase 
presente, básicamente, el artículo 10 de nuestra Ley de Sociedades Anóni-
mas) 
Es el momento de que entre en escena la Ley 19/2005, ciertamente, pero 
no sólo, sobre la sociedad anónima europea domiciliada en España. El 
correspondiente Proyecto de Ley trajo causa del texto preparado al efecto 
por la Sección de Derecho Mercantil de la Comisión General de Codificación, 
cuya Propuesta de Código de Sociedades Mercantiles, aprobada el 16 de mayo 
de 2002, ya contenía, en los artículos 643 a 667, una disciplina de la figura 
societaria que nos ocupa. Aunque el Reglamento comunitario consagró la 
denominación Societas Europcea, que utiliza mediante la abreviatura SE 
(artículo 1.1), aquí, en consonancia con la Ley glosada, se hablará de la 
sociedad anónima europea. 
La Exposición de Motivos de la Ley 19/2005 comienza por invocar el 
artículo 68 del Reglamento comunitario, al que antes me he referido. En ella 
viene caracterizada la sociedad anónima europea como una nueva forma 
social que se añade al catálogo de las reconocidas en los respectivos 
ordenamientos jurídicos, ampliando así la libertad de establecimiento en el 
territorio de la Unión Europea. Si bien se comprende lo que se quiere decir 
con las palabras transcritas, quizá convenga destacar que la sociedad 
anónima europea —domiciliada en España— no constituirá, en puridad de 
conceptos, un tipo social nuevo y distinto. En este sentido tiene plena 
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significación el pasaje del preámbulo del Reglamento en el que se explica que 
el propio régimen de la SE debe ser el de una sociedad de capital por acciones, 
que es el régimen que mejor se adapta, tanto desde el punto de vista 
financiero como del de su gestión, a las necesidades de las empresas que 
lleven a cabo sus actividades a escala europea. Cabalmente, una sociedad de 
capital por acciones, en el Derecho español, es una sociedad anónima (o, pero 
no es el caso, una sociedad comanditaria por acciones —que, por cierto, 
algunos incluso dicen abiertamente que es una sociedad anónima—). Es el 
modelo que, aunque orientado hacia las grandes sociedades, no impide el 
acceso a iniciativas de dimensión media o incluso de dimensión modesta. 
Uno de los problemas de mayor complejidad que planteaba al legislador 
español el Reglamento comunitario era el de si las sociedades anónimas 
europeas que se constituyan en España tenían que adoptar necesariamente 
el sistema monista de administración, que es el sistema tradicional de las 
sociedades anónimas españolas, o si, por el contrario, podían optar por el 
sistema dual, caracterizado por la existencia de un órgano de control y un 
órgano de dirección. Al mismo tiempo, en el caso de que se reconociera esta 
posibilidad de opción, se planteaba el problema de si debía ser específica de 
las sociedades anónimas europeas o si debía generalizarse a todas las 
sociedades anónimas que se constituyan en España, como, incluso ya antes de 
la publicación del Reglamento, habían permitido otros Ordenamientos jurí-
dicos de nuestro entorno. Siguiendo la interpretación del Reglamento comu-
nitario que no sólo parece más conforme a los postulados de los que parte este 
texto normativo, sino también más flexible, la Ley glosada considera que la 
opción entre sistema monista y sistema dual debe concederse a todas las 
sociedades anónimas europeas. Sin embargo, respetando la solución tradicio-
nal del Derecho español, no ha procedido a generalizar esa opción estatutaria 
a las demás sociedades anónimas españolas, a la espera de que la práctica 
permita apreciar si las sociedades anónimas europeas que se constituyan en 
España prefieren el sistema monista o el sistema dual, y, en este último caso, 
cuáles son los principales problemas operativos de este nuevo modelo de 
organización. 
Probablemente sin estricta necesidad, la Ley 19/2005, en la disposición 
adicional primera, bajo la rúbrica Validez de la sociedad anónima europea 
como forma jurídica en los distintos sectores de actividad, aclara que esta 
nueva figura societaria será considerada como sociedad anónima a los efectos 
de las disposiciones que establecen una reserva de forma por razón de la 
actividad regulada en cada caso. En la disposición adicional tercera se añade 
un nuevo apartado, el cuarto, al artículo 107 de la Ley de Sociedades 
Anónimas, para que las reglas sobre solicitud pública de representación se 
apliquen, en su caso, a los miembros del consejo de control de las sociedades 
anónimas europeas domiciliadas en España. En la disposición adicional cuarta 
se modifica la Ley del Mercado de Valores en dos extremos: en el artículo 114, 
al que se adiciona un nuevo apartado, el cuarto, para que las normas de 
conducta establecidas en relación con los administradores de las sociedades  
cotizadas se apliquen, en su caso, a los miembros del consejo de control de 
las sociedades anónimas europeas domiciliadas en España; en el artículo 116, 
al que se adiciona un nuevo apartado, el sexto, para requerir a las sociedades 
cotizadas, en su caso, la emisión, junto al informe anual de gobierno 
corporativo elaborado por la dirección, de un informe elaborado por el 
consejo de control sobre el ejercicio de sus funciones. 
1 .2. Como dije, o en cualquier caso quise decir, más inmediata relevancia, 
y no sin razón pensarán algunos que mayor, tiene la Ley 19/2005 en cuanto 
modifica diversos artículos de la Ley de Sociedades Anónimas (y uno de la de 
Sociedades de Responsabilidad Limitada). 
Se ha modificado el artículo 38, sobre aportaciones no dinerarias e informe 
pericial. En el caso de que se aporten valores mobiliarios admitidos a 
cotización en mercado secundario oficial, la certificación emitida por la 
sociedad rectora de la Bolsa de valores en que aquéllos estén admitidos a 
cotización tendrá el mismo valor que el informe de experto independiente. 
Quiere decirse que se ha elevado de rango, en la jerarquía de las fuentes, lo 
establecido en el artículo 133.3 del Reglamento del Registro Mercantil. 
Se ha modificado el artículo 95, sobre junta general ordinaria. Al estable-
cerse ahora expresamente que la junta general ordinaria será válida aunque 
haya sido convocada o se celebre fuera de plazo, que es el de los seis primeros 
meses de cada ejercicio, se resuelve la situación, cuando menos de incerti-
dumbre, creada por la Sentencia del Tribunal Supremo de 3 de abril de 2003, 
la cual, como se sabe, volvió al criterio de la nulidad de las juntas ordinarias 
celebradas intempestivamente. 
Se ha modificado el artículo 97, sobre convocatoria de la junta. El lapso 
que ha de haber de la última de las dos publicaciones de la convocatoria de 
la junta general, en el Boletín Oficial del Registro Mercantil y en uno de los 
diarios de mayor circulación en la provincia, a la fecha fijada para su 
celebración es ahora de un mes. Se ha reconocido a la minoría, accionistas que 
representen al menos el cinco por cien del capital social, el derecho a 
solicitar, mediante notificación fehaciente, que se publique un complemento 
a la convocatoria de la junta incluyendo uno o más puntos en el orden del día, 
para lo cual se ha fijado como plazo el de los cinco días siguientes a la 
publicación de la convocatoria, y, so pena de nulidad de la junta, dicho 
complemento deberá publicarse con quince días de antelación, como míni-
mo, a la fecha establecida para la reunión. Asimismo se contempla, en 
relación con el contenido de la convocatoria, la posibilidad de asistencia a la 
junta por medios telemáticos, si es que los estatutos la prevén. 
Se ha modificado el artículo 126, sobre duración del cargo de los 
administradores. El plazo señalado en los estatutos para el ejercicio del cargo 
de administrador, que no podrá exceder de seis años sin perjuicio de la 
posibilidad de reelección, deberá ser igual para todos los administradores. Se 
ha traído a la Ley de Sociedades Anónimas, por otra parte, la regla que ya se 
encontraba en el artículo 60.2 de la Ley de Sociedades de Responsabilidad 
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Limitada en orden a precisar el momento de cese por caducidad del 
nombramiento. 
Se ha modificado el artículo 165, sobre publicación del acuerdo de 
reducción del capital social. Quedarán reducidos los gastos de las operaciones 
de reducción del capital, ya que ahora no es necesario publicar el acuerdo, 
aparte de en el Boletín Oficial del Registro Mercantil, en dos periódicos, sino 
sólo en uno. 
Se ha modificado el artículo 170, sobre reducción del capital social 
mediante adquisición de acciones propias. También en este caso particular 
quedarán reducidos los gastos, por la misma razón que en el anterior, al no 
requerirse la publicación en dos periódicos, sino en uno y aparte de en el 
Boletín Oficial del Registro Mercantil, de la propuesta de compra de las 
propias acciones. 
Se ha modificado el artículo 250, sobre fusiones simplificadas. El régimen 
jurídico ha quedado más preciso, declarándose además aplicable al caso de 
que la sociedad absorbente esté íntegramente participada, de forma directa 
o indirecta, por la sociedad absorbida, así como al caso de que la sociedad 
absorbente y la sociedad absorbida estén íntegramente participadas, de 
forma directa o indirecta, por una tercera. 
Se ha modificado el artículo 262 (y, de la misma manera, el artículo 105 
de la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada), sobre el acuerdo social 
de disolución. Como el tema da para largo, me limito a reseñar que se ha 
dulcificado, por decirlo así, el régimen de la responsabilidad, de suyo 
sancionatorio, de los administradores de ambos tipos sociales en relación con 
el deber de promover la disolución social o la declaración de concurso. Las 
obligaciones sociales a la que se extiende la responsabilidad solidaria 
establecida serán en adelante sólo las posteriores al acaecimiento del 
supuesto desencadenante del deber, bien entendido que las obligaciones 
sociales reclamadas se presumirán, por ministerio de la ley, de fecha 
posterior al acaecimiento de la causa legal de disolución de la sociedad, 
resultando admitida la prueba en contrario. 
2. La fusión transfronteriza de las sociedades anónimas había sido objeto, 
en 1984, de una Propuesta de Directiva de la Comisión, que habría sido la 
Décima en materia societaria. Pasado todo este tiempo se ha llegado en el 
ámbito comunitario a la regulación, mediante el mismo instrumento norma-
tivo, de dicho tipo específico de modificación estructural, que, como es 
sobradamente conocido, plantea, entre otros, el problema de la diversidad 
en lo que concierne al estatuto personal de las entidades interesadas. Me 
refiero a la Directiva 2005/56/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
26 de octubre de 2005, relativa a las fusiones transfronterizas de las 
sociedades de capital, cuya transposición se ha de hacer teniendo a la vista 
que la fecha fijada al efecto como límite es el 15 de diciembre de 2007. Varios 
extremos deben destacarse a mi juicio: en primer lugar, que, aun habiendo 
comunidad parcial de fines, hay también compatibilidad entre las soluciones  
derivadas de la regulación de la sociedad anónima europea y las proporcio-
nadas por la Directiva glosada; en segundo lugar, que la Directiva, en el 
artículo 17, descarta que se pueda declarar la nulidad de una fusión 
transfronteriza después de la fecha de efectividad de la misma; en tercer 
lugar, que la Directiva no prejuzga la aplicación de la legislación sobre el 
control de las concentraciones entre empresas, tanto a la escala comunitaria 
como a la de los Estados miembros; y, en cuarto lugar, que la Directiva no 
afecta a la legislación comunitaria aplicable a los intermediarios de crédito 
y otras empresas financieras ni a las normas nacionales establecidas o 
introducidas de conformidad con dicha legislación comunitaria. 
3. Las disposiciones que seguidamente glosaré tienen cabida en este 
capítulo societario, como también la tendrían en el dedicado al mercado 
financiero. 
3.1. Me refiero, en primer lugar, al Real Decreto 1309/2005, de 4 de 
noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 35/2003, de 4 de 
noviembre, de instituciones de inversión colectiva, y se adapta el régimen 
tributario de las instituciones de inversión colectiva. Este Real Decreto, 
además de la aprobación del Reglamento en el artículo único, ha derogado el 
Real Decreto 1393/1990, de 2 de noviembre, que había aprobado el Regla-
mento de la Ley 46/1984, de 26 de diciembre, sobre la misma materia. 
También ha modificado, aparte de diversas disposiciones tributarias, el Real 
Decreto 867/2001, de 20 de julio, sobre el régimen jurídico de las empresas 
de servicios de inversión (para introducir mejoras en el procedimiento 
administrativo de autorización de modificaciones estatutarias), y el Real 
Decreto 84/1993, de 22 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de 
desarrollo de la Ley 13/1989, de 26 de mayo, de cooperativas de crédito (para 
adaptar el régimen de estas entidades a las normas internacionales de 
contabilidad). 
El nuevo Reglamento de instituciones de inversión colectiva consta de cien 
artículos en siete Títulos. El Título preliminar define el objeto de la 
disposición, el concepto de institución de inversión colectiva y la forma y 
clases de instituciones: se reproduce el concepto de institución de inversión 
colectiva establecido en la Ley, y, para despejar posibles dudas, se declara 
expresamente incluidos en el ámbito del Reglamento determinadas situacio-
nes jurídicas como las cuentas en participación y las comunidades de bienes 
y derechos. El Título 1 regula la forma jurídica de las instituciones de inversión 
colectiva: fondos de inversión y sociedades de inversión. El Título II establece 
las disposiciones comunes a todas las instituciones de inversión colectiva: 
régimen de autorización, comercialización transfronteriza, obligaciones de 
transparencia informativa para garantizar una adecuada protección de los 
inversores, régimen de disolución y demás operaciones societarias. El Título 
111 regula las clases de instituciones de inversión colectiva: de carácter 
financiero y de carácter no financiero, si bien sólo aparecen reguladas, entre 
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las últimas, las instituciones de inversión colectiva inmobiliaria. El Título IV 
establece el régimen de las sociedades gestoras de instituciones de inversión 
colectiva: merece la pena reseñar la inclusión en el Reglamento del régimen 
de adhesión al Fondo de Garantía de Inversiones de las sociedades gestoras 
cuando realicen la actividad de gestión individualizada de carteras. El Título 
V desarrolla la figura del depositario: se presta especial atención a las 
funciones de depósito y administración de valores y de vigilancia y supervisión 
encomendadas al depositario, que adquiere un papel fundamental en la 
protección de los intereses de los inversores y, en consecuencia, en la 
supervisión de la actuación de la sociedad gestora o, en su caso, de los 
administradores de las sociedades de inversión. Y el Título VI establece las 
normas de conducta a las que han de sujetarse las sociedades gestoras, los 
depositarios y, en definitiva, todos aquellos que intervienen en la actividad 
de estas instituciones. 
3.2. Hago referencia, en segundo lugar, a la Ley 25/2005, de 24 de 
noviembre, reguladora de las entidades de capital-riesgo y sus sociedades 
gestoras. 
Merece la pena que el lector curioso preste atención a los primeros 
párrafos de la Exposición de Motivos. Descubrirá, como yo con un mínimo de 
atención, que se trata de unos pasajes que se repiten en varios textos de 
semejante naturaleza. El principal objetivo de la política económica desarro-
llada por el Gobierno es aumentar el bienestar de los ciudadanos. Para 
alcanzar este objetivo, es preciso impulsar un modelo de crecimiento 
equilibrado y sostenido, basado en el aumento de la productividad y del 
empleo... Cualquier día nos encontraremos con alguna disposición normati-
va, sobre las luces intermitentes de los automóviles por hacer una presupo-
sición, cuya justificación, en Exposición de Motivos o en simple y modesto 
preámbulo, comenzará diciendo que el principal objetivo de la política 
económica desarrollada por el Gobierno es aumentar el bienestar de los 
ciudadanos... (lo cual, dicho sea de paso, suena bastante bien, ¿o no?). El caso 
es que con esta nueva regulación del capital-riesgo se trata de contribuir a 
situar a la economía española en condiciones de comenzar a corregir las 
carencias de su pauta de crecimiento, como vía para garantizar su 
sostenibilidad. 
La disciplina precedente se encontraba en la Ley 1/1999, de 5 de enero, 
reguladora de las Entidades de Capital-Riesgo y de sus sociedades gestoras, 
derogada, salvo las disposiciones adicionales tercera y cuarta, por la Ley 
ahora glosada. Al legislador ha parecido que la regulación de 1999 se reveló 
como un avance notable en el régimen jurídico del capital-riesgo en nuestro 
país, pero sin haber conseguido en su totalidad dotar a la industria de los 
instrumentos financieros necesarios que situaran al capital-riesgo a un nivel 
competitivo equiparable a los países de nuestro entorno, porque es en la 
propia regulación financiera de las entidades de capital-riesgo donde se han  
advertido ciertas rigideces y limitaciones que lastran el desarrollo definitivo 
del capital-riesgo en España. 
Se ha pretendido, en primer término, agilizar el régimen administrativo de 
las entidades de capital-riesgo. Con este fin se han introducido medidas como 
la distinción entre las entidades de régimen común y régimen simplificado en 
función de la apertura de las entidades que implica un trato administrativo 
diferenciado. En esta misma línea se ha flexibilizado el régimen de los plazos 
y se ha mejorado el régimen del silencio administrativo para los procedimien-
tos de autorización de constitución y los de modificación de sus estatutos y 
reglamentos de gestión de estas entidades. También se ha acometido una 
importante racionalización de las competencias en la materia, atribuyendo 
a la Comisión Nacional del Mercado de Valores, como supervisor del capital-
riesgo, el grueso de las competencias de autorización que se contienen en la 
norma. 
Se ha pretendido, en segundo término, flexibilizar las reglas de inversión 
e introducir figuras de la operativa aceptada en la práctica de la industria del 
capital-riesgo de los países más avanzados. Se ha ampliado, así, el ámbito de 
asesoramiento de las entidades y de sus sociedades gestoras, si bien se 
circunscribe a empresas que sean objetivo de la inversión de las entidades. 
Se ha permitido, por otro lado, que las entidades de capital-riesgo puedan 
tomar participaciones de empresas no financieras que coticen en el primer 
mercado con la finalidad de excluirlas de la cotización, de modo que se les 
impone la correspondiente obligación de exclusión. Asimismo se ofrece la 
posibilidad de que estas entidades inviertan en otras entidades de capital-
riesgo. Se han introducido, en fin, figuras de diversificación de la inversión 
como son los fondos y sociedades que fundamentalmente inviertan en 
entidades de capital-riesgo. 
La Ley 25/2005, en la disposición final tercera, ha modificado, como ya 
apunté, el artículo 30 ter de la Ley del Mercado de Valores, que había sido 
introducido, algunos meses antes, por el Real Decreto Ley 5/2005. Como 
asimismo ya apunté, la Ley glosada también ha modificado, en la disposición 
final segunda, el apartado segundo de la disposición adicional segunda de la 
Ley Concursal, para actualizar la nómina de las disposiciones normativas que 
constituyen legislación especial en la materia. Y, en la disposición final 
cuarta, la Ley 25/2005 ha modificado, como resultaba necesario, la Ley de 
Instituciones de Inversión Colectiva, en concreto los artículos 2 y 15. 
4. También con el Derecho societario tienen que ver sendas Resoluciones 
de 12 de septiembre de 2005 de la Presidencia del Consejo Superior de 
Deportes, por las que se dispone la publicación de las cifras a que hace 
referencia el artículo 3.2.a) del Real Decreto 1251/1999, de 16 de julio, sobre 
Sociedades Anónimas Deportivas, respectivamente para la modalidad de 
fútbol y para la modalidad de baloncesto. 
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1. Durante 2005 han aparecido diversas disposiciones en el ámbito del 
mercado financiero, lo cual no es de extrañar si se tiene presente que la 
proliferación normativa viene siendo habitual en dicho sector. Algunas de 
tales disposiciones han sido ya reseñadas. Hago mención ahora, en primer 
lugar, de las que tienen por objeto el desarrollo reglamentario de la Ley del 
Mercado de Valores, tanto directamente como desarrollando otras disposicio-
nes reglamentarias. 
1.1. La Orden EHA/848/2005, de 18 de marzo, ha determinado el régimen 
de la inversión de los saldos de las cuentas acreedoras de carácter instrumen-
tal y transitorio que las sociedades y agencias de valores mantengan con sus 
clientes. Esta disposición se ha dictado al amparo de lo establecido en el 
apartado segundo del artículo 29 y en la disposición final única del Real 
Decreto 867/2001, de 20 de julio, sobre el régimen jurídico de las empresas 
de servicios de inversión. 
1.2. El Real Decreto 1310/2005, de 4 de noviembre, ha desarrollado, 
completando sus Títulos III y IV, la Ley del Mercado de Valores en materia de 
admisión a negociación de valores en mercados secundarios oficiales, de 
ofertas públicas de venta o suscripción y del folleto exigible a tales efectos. 
Esta disposición trae causa de las modificaciones introducidas en la Ley del 
Mercado de Valores por el Real Decreto Ley 5/2005, de 11 de marzo, de 
reformas urgentes para el impulso a la productividad y para la mejora de la 
contratación pública, ya glosado. El Real Decreto 1310/2005, sin perjuicio de 
la previsión contenida en su disposición transitoria tercera, ha derogado el 
Capítulo V, salvo los artículos 48.1 y 49, del Reglamento de las Bolsas Oficiales 
de Comercio, aprobado por Decreto 1506/1967, de 30 de junio, así como, 
igualmente sin perjuicio de las previsiones de Derecho transitorio, el Real 
Decreto 291/1992, de 27 de marzo, sobre emisiones y ofertas públicas de 
ventas de valores. 
1.3. La Orden EHA/3536/2005, de 10 de noviembre, ha determinado los 
derechos de crédito futuros susceptibles de incorporación a fondos de 
titulización de activos, y ha habilitado a la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores para dictar reglas específicas en materia de contabilidad y obligacio-
nes de información aplicables a los fondos de titulización de activos y sus 
sociedades gestoras. Así, podrán incorporarse a fondos de titulización de 
activos otros derechos de crédito futuros distintos de los previstos en el 
artículo 254.1 del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administra-
ciones Públicas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de 
junio, en el artículo 99.2 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio 
de las Administraciones Públicas, y en el artículo 2.1.b.11 del Real Decreto  
926/1998, de 14 de mayo, por el que se regulan los fondos de titulización de 
activos y las sociedades gestoras de titulización. 
1.4. La Orden EHA/3537/2005, de 10 de noviembre, ha desarrollado el 
artículo 27.4 de la Ley del Mercado de Valores. También esta disposición trae 
causa de la modificación de dicha Ley, en concreto su referido artículo, por 
el Real Decreto Ley 5/2005, de 11 de marzo, de reformas urgentes para el 
impulso a la productividad y para la mejora de la contratación pública, ya 
glosado. La Orden EHA/3537/2005 ha derogado la Orden de 12 de julio de 1993 
sobre folletos informativos y otros desarrollos del Real Decreto 291/1992, de 
27 de marzo, sobre emisiones y ofertas públicas de venta de valores, así como 
la Circular 2/1999, de 22 de abril, de la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores, por la que se aprueban determinados modelos de folletos de 
utilización en emisiones u ofertas públicas de valores. 
1.5. El Real Decreto 1333/2005, de 11 de noviembre, ha desarrollado la 
Ley del Mercado de Valores en materia de abuso de mercado, de la que tratan 
los artículos 81 a 83 ter, los cuales proceden de la Ley 44/2002, de 23 de 
noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Financiero. Se completa así 
la transposición de la nueva normativa comunitaria en materia de abuso de 
mercado: Directiva 2003/6/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 
de enero de 2003, sobre las operaciones con información privilegiada y la 
manipulación del mercado (abuso del mercado); Reglamento (CE) n° 2273/ 
2003 de la Comisión, de 22 de diciembre de 2003, sobre las exenciones para 
los programas de recompra y la estabilización de instrumentos financieros; 
Directiva 2003/124/CE de la Comisión, de 22 de diciembre de 2003, sobre la 
definición y revelación pública de la información privilegiada y la definición 
de manipulación del mercado; Directiva 2003/125/CE de la Comisión, de 22 
de diciembre de 2003, sobre la presentación imparcial de las recomendacio-
nes de inversión y la revelación de conflictos de intereses; Directiva 2004/72/ 
CE de la Comisión, de 29 de abril de 2004, de prácticas de mercado aceptadas, 
la definición de información privilegiada para los instrumentos derivados 
sobre materias primas, la elaboración de listas de personas con información 
privilegiada, la notificación de las operaciones efectuadas por directivos y la 
notificación de las operaciones sospechosas. 
2. Importancia singular tiene la Ley 5/2005, de 22 de abril, de supervisión 
de los conglomerados financieros y por la que se modifican otras Leyes del 
sector financiero. Esta Ley ha venido a incorporar parcialmente al Derecho 
español la Directiva 2002/87/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 
de diciembre de 2002, relativa a la supervisión adicional de las entidades de 
crédito, empresas de seguros y empresas de inversión de un conglomerado 
financiero. Por tanto, la Ley 5/2005 responde al objetivo fundamental de 
establecer un régimen prudencial específico aplicable a los conglomerados 
financieros (Capítulo I —De los conglomerados financieros—), sin perjuicio de 
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lo cual se ha pretendido, secundariamente, avanzar hacia una mayor cohe-
rencia entre las distintas legislaciones sectoriales, aplicables a los grupos 
homogéneos, y entre éstas y la propia de los conglomerados financieros 
(Capítulos II -Normas relativas a las entidades de crédito-, III -Normas 
relativas al mercado de valores- y IV -Normas relativas al sector de 
seguros-). Además de la Ley del Mercado de Valores, a lo que ya me referí, 
por la Ley 5/2005 han resultado modificadas, en consecuencia, las siguientes 
disposiciones: Ley 13/1985, de 25 de mayo, de coeficientes de inversión, 
recursos propios y obligaciones de información de los intermediarios financie-
ros (también modificada por la disposición final segunda de la Ley 23/2005, 
de 18 de noviembre, de reformas en materia tributaria para el impulso a la 
productividad); Ley sobre Disciplina e Intervención de las Entidades de 
Crédito; Ley 13/1992, de 1 de junio, de recursos propios y supervisión en base 
consolidada de las entidades financieras; Texto Refundido de la Ley de 
Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre. 
La Ley 5/2005, en la disposición adicional segunda, ha modificado la Ley 
31/1985, de 2 de agosto, de regulación de las normas básicas sobre órganos 
rectores de la cajas de ahorro, en concreto su disposición adicional segunda, 
que trata del procedimiento de nombramiento y la duración del mandato de 
los representantes de la entidad fundadora en tos órganos de gobierno de las 
cajas de ahorro fundadas por la Iglesia Católica o por entidades de Derecho 
público de la misma. Esta modificación legislativa, claro está, me ha parecido 
oportuno reseñarla separadamente de las restantes. 
En fin, el Real Decreto 1332/2005, de 11 de noviembre, ha dado desarrollo 
reglamentario a la Ley 5/2005. Se culmina así, al amparo de la habilitación 
contenida en la disposición final segunda de ésta, la transposición de la 
Directiva 2002/87/CE. Las disposiciones afectadas por el Real Decreto 1332/ 
2005, por modificación, son las siguientes: Real Decreto 1343/1992, de 6 de 
noviembre, por el que se desarrolla la Ley 13/1992, de 1 de junio, de recursos 
propios y supervisión en base consolidada de las entidades financieras; 
Reglamento de la Ley 13/1989, de 26 de mayo, de cooperativas de crédito, 
aprobado por el Real Decreto 84/1993, de 22 de enero; Real Decreto 1245/ 
1995, de 14 de julio, sobre creación de bancos, actividad transfronteriza y 
otras cuestiones relativas al régimen jurídico de las entidades de crédito; Real 
Decreto 692/1996, de 26 de abril, de régimen jurídico de los establecimientos 
financieros de crédito; Real Decreto 775/1997, de 30 de mayo, sobre el 
régimen jurídico de homologación de los servicios y sociedades de tasación; 
Reglamento de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, aprobado 
por el Real Decreto 2486/1998, de 20 de noviembre; Real Decreto 2660/1998, 
de 14 de diciembre, sobre el cambio de moneda extranjera en establecimien-
tos abiertos al público distintos de las entidades de crédito; Real Decreto 867/ 
2001, de 20 de julio, sobre el régimen jurídico de las empresas de servicios 
de inversión; Orden ECO/805/2003, de 27 de marzo, sobre normas de 
valoración de bienes inmuebles y de determinados derechos para ciertas  
finalidades financieras; Reglamento de planes y fondos de pensiones, apro-
bado por el Real Decreto 304/2004, de 20 de febrero. 
3. Otras disposiciones, no todas ellas normativas mas todas de interés, 
tienen cabida en este capítulo dedicado al mercado financiero. 
3.1. En el ámbito comunitario procede mencionar la Orientación del Banco 
Central Europeo de 30 de diciembre de 2005 (BCE/2005/16) sobre el sistema 
automatizado transeuropeo de transferencia urgente para la liquidación 
bruta en tiempo real (TARGET), que ha derogado la Orientación BCE/2001 / 
3, de 26 de abril de 2001, la cual había sido modificada, últimamente, por la 
Orientación BCE/2005/1, de 21 de enero de 2005. 
También procede mencionar la Directiva 2005/1/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 9 de marzo de 2005, que a fin de establecer una 
nueva estructura organizativa de los comités de servicios financieros ha 
modificado diversas Directivas. La fecha límite de transposición fue, confor-
me al artículo 13, el 13 de mayo de 2005. 
Y procede mencionar, en fin, la Recomendación de la Comisión de 15 de 
febrero de 2005 (2005/162/CE), relativa al papel de los administradores no 
ejecutivos o supervisores y al de los comités de consejos de administración 
o de supervisión, aplicable a las empresas que cotizan en bolsa. 
3.2. En desarrollo de la Orden de 10 de febrero de 1999, reguladora de la 
figura de Creador del Mercado de Deuda Pública del Reino de España, se había 
dictado la Resolución de 5 de marzo de 2003 de la Dirección General del 
Tesoro y Política Financiera, la cual ha sido sustituida por la Resolución de 
este órgano de 20 de julio de 2005. 
3.3. Por Resolución de 30 de junio de 2005 de la Comisión Ejecutiva del 
Banco de España, adoptada al amparo de lo establecido en la disposición 
transitoria segunda de la Ley 41/1999, de 12 de noviembre, sobre sistemas de 
pagos y de liquidación de valores, se ha autorizado la asunción por parte de 
la Sociedad Española de Sistemas de Pago, S.A., de la gestión del Sistema 
Nacional de Compensación Electrónica. 
3.4. El Banco de España ha dictado las siguientes Circulares: la 1/2005, de 
25 de febrero, a entidades participantes en TARGET-SLBE, sobre adaptación 
de la normativa del SLBE a la modificación de la Orientación sobre TARGET 
del Banco Central Europeo, para permitir la conexión a TARGET por medios 
alternativos a la red (Interlinking) (modificadora de la Circular 5/1990, de 28 
de marzo, a entidades de depósito y otros intermediarios financieros, sobre 
Servicio Telefónico del Mercado de Dinero, y de la Circular 2/2003, de 24 de 
junio, a entidades participantes en TARGET-SLBE, sobre Sistemas de compen-
sación en caso de mal funcionamiento del sistema TARGET y otras modifica-
ciones a la normativa del Servicio de Liquidación del Banco de España); la 3/ 
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2005, de 30 de junio, a entidades de crédito, de modificación de la 5/1993, 
de 26 de marzo, sobre determinación y control de los recursos propios 
mínimos; las 2/2005, de 25 de febrero, y 4/2005, de 23 de diciembre, tratan 
de los ficheros automatizados con datos de carácter personal gestionados por 
el Banco de España. 
3.5. La Comisión Nacional del Mercado de Valores ha dictado las siguientes 
Circulares: la 1/2005, de 1 de abril, por la que se modifican los modelos de 
información pública periódica de las entidades emisoras de valores admitidos 
a negociación en Bolsas de Valores (modificadora de la Circular 2/2002, de 27 
de noviembre, que había modificado la Circular 3/1994, de 8 de junio, por la 
que se modifican los modelos de información pública periódica de entidades 
emisoras de valores admitidos a negociación en bolsas de valores); la 2/2005, 
de 21 de abril, sobre el informe anual de Gobierno Corporativo y otra 
información de las Cajas de Ahorros que emitan valores admitidos a negocia-
ción en Mercados Oficiales de Valores, que desarrolla la Orden ECO/354/ 
2004, de 17 de febrero, que había dado desarrollo a la disposición adicional 
segunda de la Ley 26/2003, de 17 de julio, promulgada para reforzar la 
transparencia de las sociedades anónimas cotizadas. 
4. También debe mencionarse la Sentencia de 26 de octubre de 2005 de 
la Sala Tercera del Tribunal Supremo, por la que se anulan la letra c) del 
apartado segundo del artículo 10, que somete la validez del acuerdo de 
supresión del derecho de suscripción preferente de los cuotapartícipes a la 
aprobación, en caso de que exista, del sindicato de cuotapartícipes, y el 
inciso final del apartado primero del artículo 12, que requiere la aprobación 
del sindicato de cuotapartícipes, en caso de que éste exista, para la 
amortización anticipada de las cuotas, del Real Decreto 302/2004, de 20 de 
febrero, sobre cuotas participativas de las cajas de ahorros. 
XI 
1. Aunque se tiende, desde luego no sin razón, a vincular la materia del 
seguro privado a la bancaria y a la bursátil para formar con ellas el sector del 
mercado financiero, prefiero reseñar en lugar aparte lo que durante 2005 ha 
concernido al seguro privado. 
Importancia práctica ha tenido, sin duda, pero sólo temporalmente, la 
Resolución de 7 de febrero de 2005 de la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones, por la que se dio publicidad a las cuantías de las 
indemnizaciones por muerte, lesiones permanentes e incapacidad temporal 
que resultarían de aplicar durante 2005 el sistema para valoración de los 
daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación. 
También debe mencionarse la Sentencia de 23 de noviembre de 2005 de 
la Sala Tercera del Tribunal Supremo, por la que se declara la nulidad de pleno  
derecho del inciso primero del apartado primero del artículo 29 del Reglamen-
to sobre la responsabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos a 
motor, aprobado por Real Decreto 7/2001, de 12 de enero (Además de la 
sanción que corresponda en el ámbito penal a quien condujere un vehículo 
conociendo que carece de seguro), así como el apartado c) del mencionado 
apartado primero y los apartados segundo y tercero del mismo artículo, en 
cuanto no contienen el trámite del archivo obligatorio de las actuaciones 
administrativo-sancionadoras, una vez producida una condena penal por los 
mismos hechos. 
2. En el ámbito comunitario deben reseñarse dos Directivas. 
En primer lugar tenemos la Directiva 2005/14/CE del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 11 de mayo de 2005, que modifica varias Directivas relativas 
al seguro de responsabilidad civil derivada de la circulación de vehículos 
automóviles. Se trata de una disposición que sencillamente pretende actua-
lizar y mejorar el sistema comunitario del seguro de vehículos automóviles. 
La fecha límite de transposición es, conforme al artículo 6.1, el 11 de junio 
de 2007. 
Y tenemos, en segundo lugar, la Directiva 2005/68/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 16 de noviembre de 2005, sobre el reaseguro, que 
básicamente ha pretendido establecer un marco reglamentario prudencial 
para las actividades de reaseguro en la Comunidad, y que forma parte de la 
Legislación comunitaria en el ámbito de los seguros cuyo objetivo es 
establecer el mercado interior en este sector. La fecha límite de transposición 
es, conforme al artículo 64.1, el 10 de diciembre de 2007. 
3. Alguien propuso hace ya bastante tiempo, y algunos lo tomaron a 
chacota, crear un registro de contratos de seguro que cubrieran el caso de 
fallecimiento. 
Ocurre, en efecto, que muchos ciudadanos españoles tienen contratado un 
seguro de vida en cualquiera de sus modalidades (muerte, invalidez, super-
vivencia) que cubren una sola o varias de las anteriores contingencias (seguro 
puro o mixto), y tienen una duración variable (a toda vida o temporales). Sea 
en forma de seguros individuales o colectivos, aproximadamente uno de cada 
cuatro españoles genera ahorro y derechos económicos para sí o para sus 
beneficiarios, de acuerdo con las cláusulas de cada contrato de seguro. Estos 
seguros de vida son tomados por sí mismos, o en ocasión de la contratación 
de operaciones y servicios de todo tipo como por ejemplo seguros de vehículos 
a todo riesgo, contratación de préstamos hipotecarios, suscripción de seguros 
de accidente y adhesión a seguros adjuntos a paquetes de viajes turísticos, 
y/o tarjetas de crédito. Sin embargo, sucede con demasiada frecuencia que, 
en caso de fallecimiento del tomador del seguro o del asegurado, sus posibles 
beneficiarios, precisamente, por desconocer la existencia del contrato de 
seguro, no están en condiciones de reclamar su cobro, perdiendo unos 
derechos económicos a los que tienen derecho y debieran, por tanto, poder 
percibir. Con independencia de que la ausencia de reclamación por razón del 
desconocimiento de sus derechos por los propios beneficiarios y la rápida 
prescripción de estos derechos, pueda producir a las compañías aseguradoras 
un beneficio indebido, pues muchas pólizas quedan sin cobrar, es preciso 
poner remedio a esta situación. 
El párrafo anterior (como algunos otros pasajes de esta crónica legislativa 
y de la misma manera) no es de mi autoría. Es una transcripción de los 
primeros párrafos de la Exposición de Motivos de la Ley 20/2005, de 14 de 
noviembre, sobre la creación del Registro de Contratos de Seguros de 
cobertura de fallecimiento. Esta Ley, según parece, ha tenido una magnífica 
acogida en el sector, en cuyo seno se ha declarado el propósito de colaborar 
con la Administración pública al efecto de que pronto entre en funcionamien-
to el nuevo Registro. 
Se trata de un Registro que, en los términos del artículo 2 de la Ley glosada, 
tiene por finalidad suministrar la información necesaria para que pueda 
conocerse por los posibles interesados, con la mayor brevedad posible, si una 
persona fallecida tenía contratado un seguro para caso de fallecimiento, así 
como la entidad aseguradora con la que lo hubiese suscrito, a fin de permitir 
a los posibles beneficiarios dirigirse a ésta para constatar si figuran como 
beneficiarios y, en su caso, reclamar de la entidad aseguradora la prestación 
derivada del contrato. La legitimación para acceder al Registro, que depen-
derá del Ministerio de Justicia y cuya gestión centralizada se llevará en el 
Registro General de Actos de Última Voluntad de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado, es muy amplia, porque podrá tener acceso al 
Registro, según lo establecido en el artículo 6, cualquier persona interesada 
en obtener información acerca de si una persona fallecida tenía contratado 
un seguro para caso de fallecimiento y de la entidad aseguradora con quien 
esté suscrito, bien entendido que para solicitar la correspondiente certifica-
ción, en cualquier caso cuando hayan transcurrido quince días desde la fecha 
del óbito, es menester presentar el correspondiente certificado de defun-
ción. Ahora bien, no todos los contratos de seguro con cobertura del caso de 
fallecimiento quedan incluidos en él ámbito del Registro, ya que expresamen-
te se ha procedido a excluir en el artículo 4, con criterio discutible, los seguros 
que instrumentan compromisos por pensiones de las empresas con los 
trabajadores y beneficiarios regulados en el Real Decreto 1588/1999, de 15 
de octubre, los seguros en los que, en caso de fallecimiento del asegurado, 
coincidan el tomador y el beneficiario, así como los contratos suscritos por 
mutualidades de previsión social que actúen como instrumento de previsión 
social empresarial, mutualidades de profesionales colegiados y mutualidades 
cuyo objeto exclusivo sea otorgar prestaciones o subsidios de docencia o 
educación. En el mismo artículo se ha contemplado, por otra parte, la fijación 
reglamentaria de las condiciones bajo las que se incluirán en el Registro los 
seguros en los que el beneficiario sea una persona jurídica y los seguros en los 
que no resulta posible la identificación de los asegurados hasta que se produce 
el fallecimiento. 
El artículo 40 del Texto Refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión 
de los Seguros Privados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2004, de 
29 de octubre, ha sido modificado en consecuencia por la disposición final 
primera de la Ley glosada, toda vez que se ha querido tipificar como infracción 
el incumplimiento de la obligación de proporcionar al órgano competente la 
información requerida en la materia. 
Resulta muy curioso, en fin, el texto de la disposición adicional segunda: 
Los preceptos de esta ley, el cumplimiento de los cuales exigiese realizar 
gastos con cargo a los Presupuestos del Estado entrarán en vigor al inicio del 
próximo ejercicio presupuestario. Por su parte, la entrada en vigor de la Ley, 
conforme a lo establecido en la disposición final segunda, habrá de producirse 
el 15 de mayo de 2006, que será el término del plazo de seis meses fijado al 
efecto, a contar desde la publicación en el Boletín Oficial del Estado, la cual 
tuvo lugar el 15 de noviembre de 2005. La antinomia debe resolverse, a lo que 
creo, teniendo en cuenta que la disposición adicional segunda no está bien 
redactada. 
XII 
1. El Real Decreto 367/2005, de 8 de abril, ha desarrollado el apartado 
tercero del artículo 17 de la Ley de Ordenación del Comercio Minorista, cuya 
redacción vigente procede de la reforma operada por la disposición final 
segunda de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen 
medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales. Así, 
gracias a este Real Decreto han quedado determinados los productos que han 
de considerarse frescos y perecederos (como los hongos y setas frescos, 
refrigerados o congelados, o los huevos, ovoproductos y demás derivados del 
huevo, refrigerados o congelados, o los despojos y productos de casquería, o 
la nata fresca y nata montada refrigerada o congelada, entre otros), los demás 
productos de alimentación (básicamente, los que sean susceptibles de ser 
habitual e idóneamente utilizados para la normal nutrición humana) y los 
productos de gran consumo (como los ambientadores del hogar, o el papel 
higiénico, los rollos de celulosa para uso doméstico y pañuelos, servilletas y 
manteles y otros productos de celulosa desechables, o los desodorantes y 
antitranspirantes, entre otros). Tales definiciones y enunciaciones, claro 
está, no se han realizado a cualesquiera efectos, sino solamente a los de la 
aplicación del régimen de pagos a los proveedores recogido en el artículo 17.3 
de la Ley de Ordenación del Comercio Minorista. 
Prefiero no extenderme en la glosa de esta disposición, por todo lo que 
presupone. Sólo diré que más valdría que el legislador de los consumidores se 
olvidara de los comerciantes... 
2. También puede mencionarse, en este capítulo, la Orden FOM/3947/ 
2005, de 9 de diciembre, por la que se modifica la Orden de 25 de abril de 
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1997, por la que se establecen las condiciones generales de contratación de 
los transportes de mercancías por carretera. 
3. En fin, con el contrato de agencia tiene que ver, al cabo, el Real Decreto 
118/2005, de 4 de febrero, por el que se aprueban los Estatutos generales de 
los Colegios de Agentes Comerciales de España y de su Consejo General, que 
ha derogado el Real Decreto 3595/1977, de 30 de diciembre, que había 
aprobado el Estatuto General de Colegios de Agentes Comerciales de España. 
XIII 
1. Un esperado desarrollo reglamentario se ha llevado a cabo en 2005 en 
materia concursal. Se trata, en primer término, del Real Decreto 685/2005, 
de 10 de junio, sobre publicidad de resoluciones concursales y por el que se 
modifica el Reglamento del Registro Mercantil, aprobado por el Real Decreto 
1784/1996, de 19 de julio, en materia de publicidad registral de las 
resoluciones concursales, y, en segundo término, de la Orden JUS /3473 / 
2005, de 8 de noviembre, sobre difusión y publicidad de las resoluciones 
concursales a través de Internet. 
La adecuada publicidad del concurso de acreedores tiene gran importancia 
para el cumplimiento de los fines de la institución concursal, lo cual explica 
que la Ley Concursal haya dedicado específicamente a esta materia tres 
artículos: el 23 (Publicidad), que persigue asegurar la publicidad meramente 
informativa de la declaración del concurso y de otras resoluciones que se 
dicten a lo largo del procedimiento; el 24 (Publicidad registral), que exige la 
correspondiente constancia registral en los registros jurídicos de personas y 
de bienes; y el 198 (Registro de Resoluciones Concursales), que prevé la 
existencia de un sistema, a través del Ministerio de Justicia, que asegure el 
registro público de las resoluciones dictadas en procedimientos concursales 
declarando concursados culpables y acordando la designación o inhabilitación 
de los administradores concursales, para cuya organización y funcionamiento 
se atribuye al Gobierno un amplio margen de discrecionalidad. Por la misma 
razón son abundantes las referencias a la publicidad que aparecen dispersas 
en el articulado de dicha Ley. 
Pues bien, antes que regular un nuevo registro, en el Real Decreto glosado 
se ha querido diseñar un procedimiento que asegure una publicidad coordi-
nada de toda la información concursal relevante, y no sólo la de las 
resoluciones que declaren concursados culpables y acuerden la designación 
o inhabilitación de los administradores concursales, cualquiera que sea la 
naturaleza o forma jurídica del concursado, persona física o jurídica, 
inscribible o no en el Registro Mercantil. A tal fin, hecha salvedad de lo que 
después diré sobre vicisitud procesal padecida por este Real Decreto, en él 
se da carta de naturaleza a dos portales distintos en Internet: el portal 
gestionado por el Colegio de Registradores de la Propiedad, Bienes Muebles  
se/Derecho rcantil 
y Mercantiles de España, para la publicación de las resoluciones concursales 
inscribibles en los registros de personas, y el portal bajo la responsabilidad del 
Ministerio de Justicia, para informar del contenido de las resoluciones 
concursales referidas en el artículo 198 de la Ley Concursal. 
El Real Decreto 685/2005 no sólo garantiza el acceso público y gratuito en 
equivalentes condiciones a sendos sistemas de publicidad legal en Internet de 
las resoluciones concursales, sino también su coordinación. La articulación de 
ambos sistemas registrales se consigue mediante el diseño de un circuito de 
transferencia de información que parte del correspondiente órgano jurisdic-
cional, pasa por la oficina local del Registro Mercantil, que procesa y tramita 
la información recibida, y llega a la unidad central encargada de la gestión del 
portal. Para conseguir que pueda procesarse toda la información concursal, 
y no sólo la inscribible en el Registro Mercantil, el Real Decreto, en el artículo 
10, ha modificado el artículo 2 de su Reglamento, añadiendo una nueva 
función al elenco de las allí enumeradas: la centralización y la publicación de 
la información de resoluciones concursales en la forma prevista en el Real 
Decreto 685/2005, de 10 de junio; esto es, se ha articulado a través del 
Registro Mercantil la inserción en la red de las resoluciones concursales que 
recaigan en procedimientos judiciales de personas que no sean inscribibles en 
dicho Registro, supuesta una pluralidad de registros públicos o, si se prefiere, 
la fragmentación de la publicidad registral de personas jurídicas (véase al 
respecto el artículo 9 del Real Decreto). 
El Real Decreto glosado ha modificado sensiblemente, aparte de lo dicho 
sobre las funciones registrales, el Reglamento del Registro Mercantil. 
Por una parte, en cuanto a la calificación del registrador mercantil, se ha 
aprovechado la ocasión para establecer, en el nuevo artículo 61 bis, su deber 
de comprobar la posible existencia de una causa de inhabilitación para la 
representación de intereses ajenos con carácter previo a la inscripción de un 
cargo o de un apoderamiento, de manera que el control de legalidad 
residenciado en los registradores mercantiles se ha convertido en instrumen-
to para dar efectividad práctica a las sentencias de calificación del concurso 
como culpable. 
De otro lado, a partir de la premisa de que la instauración de la publicidad 
a través de Internet priva de sentido a que la información se duplique en el 
Registro Mercantil Central y en el Boletín Oficial del Registro Mercantil, y con 
el fin de eliminar un coste y abaratar el conjunto del sistema de la publicidad 
concursal, en el apartado tercero del artículo 323 del Reglamento se ha 
establecido que los registradores mercantiles no remitan al registrador 
mercantil central los datos a que se refiere el apartado primero de dicho 
artículo. En otras palabras, se ha iniciado el camino que conduce a que 
desaparezca el Boletín Oficial del Registro Mercantil en soporte papel. 
Ocurre, sin embargo, que en el apartado primero del artículo 323 del 
Reglamento del Registro Mercantil se hace referencia a los datos necesarios 
para la inserción del contenido de las resoluciones judiciales en el portal de 
Internet a que se refiere esta misma sección, siendo así que por esta vía se 
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termina chocando con lo dispuesto en el artículo 18.3 del Código de Comercio, 
según el cual, practicados los asientos en el Registro Mercantil, se comuni-
carán sus datos esenciales al Registro central, en cuyo boletín serán objeto 
de publicación (téngase presente que la publicación de datos en el Boletín 
Oficial del Registro Mercantil es determinante en cuanto a su oponibilidad —
artículo 20 del Código de Comercio—). O lo que es lo mismo, parece que se 
ha infringido el principio de jerarquía normativa. Así, al menos, lo ha 
entendido, o terminará entendiendo según los indicios, el Tribunal Supremo, 
que ha decretado por medio de Auto de 29 de noviembre de 2005 de la Sala 
Tercera, interpuesto un recurso contencioso-administrativo precisamente 
por la representación de D. José Luis Benavides del Rey según consta en la 
publicación de dicha resolución en el Boletín Oficial del Estado, la suspensión 
cautelar del artículo 10.7 del Real Decreto 685/2005 en el particular relativo 
a la redacción dada al apartado tercero del artículo 323 del Reglamento del 
Registro Mercantil. 
La Orden JUS/ 3473 /2005, además de otras necesarias concreciones, 
estableció, en el artículo 6, que el portal de Internet regulado entrara en 
funcionamiento el 1 de diciembre de 2005. Puede consultarse, claro está, por 
todas y todos, y no sólo en español, sino también, con resultados curiosísimos, 
en catalán, en vascuence, en gallego y en valenciano. El nombre de dominio 
registrado es publicidadconcursal.es , y su denominación la de Registro 
Público de Resoluciones Concursales. 
2. En este capítulo, dedicado a la materia concursal, cabe hacer referencia 
a la Ley 6/2005, de 22 de abril, sobre saneamiento y liquidación de las 
entidades de crédito, que tiene por objeto incorporar al Ordenamiento 
jurídico español las disposiciones de la Directiva 2001 /24/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 4 de abril de 2001, relativa al saneamiento y 
liquidación de las entidades de crédito, que había establecido como fecha 
límite de transposición, en el artículo 34.1, el 5 de mayo de 2004 (recuérdese 
que a los procedimientos de insolvencia relativos a las entidades de crédito 
no es aplicable el Reglamento —CE— n° 1346/2000 del Consejo, de 29 de mayo 
de 2000, sobre procedimientos de insolvencia). Esta Directiva regula el 
régimen y tratamiento de la adopción de las medidas de saneamiento y los 
procedimientos de liquidación que afecten a las entidades de crédito 
comunitarias que realicen una actividad transfronteriza. Sobre la base del 
principio de unidad y universalidad, trata de dar solución y facilitar la 
adopción de medidas y la incoación de procedimientos dentro de la Unión 
Europea, para lo que parte de principios básicos como son el de reconocimien-
to mutuo de las decisiones y el de coordinación entre las diferentes 
autoridades que intervienen en dichos procesos. 
Pues bien, la Ley 6/2005 incorpora las disposiciones de la Directiva 2001/ 
24/CE, incluyendo una serie de especialidades que afectan al tratamiento de 
las crisis de las entidades de crédito. Estas especialidades vienen referidas al 
concurso de acreedores en los términos en los que se contempla en la Ley 
Concursal, puesto que, en el artículo 5 de la Ley glosada, se define como 
medida de saneamiento el concurso de acreedores que no finalice en 
liquidación y se define como procedimiento de liquidación la apertura de la 
fase de liquidación en el propio concurso. 
La Ley glosada ha modificado el artículo 57 bis de la Ley de Ordenación 
Bancaria y, añadiendo un nuevo artículo 37 bis y suprimiendo el apartado 
tercero del artículo 38, la Ley de Disciplina e Intervención de las Entidades 
de Crédito; también, ya lo apunté, el apartado segundo de la disposición 
adicional segunda de la Ley Concursal (que había sido modificado por el Real 
Decreto Ley 5/2005, de 11 de marzo, y que después fue modificado por la Ley 
25/2005, de 24 de noviembre). 
